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CONFLICTO Y CONTAMINACIÓN:
EL MOVIMIENTO SOCIOECOLÓGICO
EN TORNO AL RÍO SANTIAGO

Cindy McCulligh, Darcy Tetreault y Paulina Martínez González

El río Santiago es uno de los ríos más contaminados de México. Recibe 
desechos tóxicos de un denso corredor de desarrollo industrial en el estado 
de Jalisco, así como aguas negras sin tratamiento de Guadalajara (su zona 
metropolitana) y centros urbanos más pequeños como Ocotlán, El Salto y 
Juanacatlán. Además, los agroquímicos de la escorrentía agrícola son otra 
fuente de contaminación. Varios estudios han indicado que los niveles de 
FRQWDPLQDFLyQ�HQ�HO�UtR�VREUHSDVDQ�DPSOLDPHQWH�ORV�OtPLWHV�ÀMDGRV�SRU�OD�
normatividad ambiental mexicana. En lugares como El Salto y Juanacatlán, 
el aire apesta con ácido sulfhídrico, y las aguas grises y espumosas se han 
convertido en fuente de problemas de salud, lo que provoca ronchas y 
SUREOHPDV�UHVSLUDWRULRV�KDVWD�GHÀFLHQFLDV�UHQDOHV�\�FiQFHU�HQ�VX�SREODFLyQ�

Desde el año 2002 —especialmente a partir de 2006— ha surgido un 
movimiento socioambiental —el cual es motivo de análisis en este capítulo, 
desde una perspectiva político–ecológica—: ¿cómo inició y cómo ha evolu-
cionado? ¿Quiénes son sus actores principales? ¿Cuáles son sus demandas 
y propuestas? ¿Qué tácticas ha empleado? y ¿cómo han respondido los 
actores gubernamentales? 

Se comenzará con una revisión de la historia de la problemática, la cual 
se deriva esencialmente del desarrollo industrial y urbano desenfrenado; 
esto es, del rápido desarrollo capitalista, caracterizado por la resistencia 
de los sectores privado y público a internalizar los costos del control de la 
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contaminación. A continuación se analizará el nacimiento y la evolución 
del movimiento social y ambiental emergido a raíz de esta problemática, a 
WUDYpV�GHO�HQIRTXH�RULHQWDGR�DO�DFWRU��VH�SHUÀODQ�FXDWUR�DFWRUHV�FROHFWLYRV��
tres organizaciones comunitarias y una organización no gubernamental 
(ONG) profesional. Se sigue con una descripción de la manera en que han 
UHVSRQGLGR�ORV�DFWRUHV�JXEHUQDPHQWDOHV��SDUD�WHUPLQDU�FRQ�DOJXQDV�UHÁH[LR-
nes sobre las lecciones aprendidas y los retos que enfrenta el movimiento 
hacia el futuro.

Un río reducido a la ruina

El río Santiago nace en Ocotlán, en la ribera oriental del lago de Chapa-
la, trascurre por un costado de la zona metropolitana de Guadalajara y 
GHVHPERFD�HQ�HO�RFpDQR�3DFtÀFR��HQ�6DQ�%ODV��1D\DULW���VX�WUD\HFWR�HV�GH�
475 kilómetros. Por su escurrimiento anual promedio, es considerado el 
VHJXQGR�UtR�HQ�LPSRUWDQFLD�GHO�3DFtÀFR�PH[LFDQR��&RQDJXD������E�������
su cuenca cubre un área de 72,427 hectáreas (ha) y abarca parte de seis es-
tados: Aguascalientes, Durango, Guanajuato, Jalisco, Nayarit y Zacatecas. 
Más de 6.8 millones de personas viven en esta cuenca (Conagua, 2007: 7), 
la mayoría concentrada en la zona metropolitana de Guadalajara. El desarro-
llo industrial también se concentra en esta misma zona, extendiéndose por 
HO�UtR�6DQWLDJR�KDFLD�2FRWOiQ��(VWH�HV�HO�HVFHQDULR�JHRJUiÀFR�GHO�FRQÁLFWR�
socioambiental que se pretende analizar.

Entre los diversos asentamientos urbanos ubicados en las orillas del río 
Santiago, El Salto y Juanacatlán han sido especialmente afectados por la 
grave contaminación del agua y los problemas de salud relacionados. Estas 
GRV�FDEHFHUDV�PXQLFLSDOHV��FX\D�~QLFD�GLYLVLyQ�JHRJUiÀFD�HV�HO�SURSLR�UtR��
tienen una población conjunta de cerca de 30,000 personas, mientras que la 
población total de estos municipios es mayor a 120,000 habitantes (INEGI, 
2005). Las dos ciudades están divididas por una cascada de 20 metros a la 
que solían llamar el “Niágara mexicano”, dada su belleza y atracción para 
los turistas; actualmente es fuente de peligro y malestar para los habitantes 
locales. ¿Cómo sucedió? Como veremos, es una consecuencia del desarrollo 
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industrial y urbano no regulado; primero, durante el periodo posterior a 
la segunda guerra mundial (1940–1982), mientras México perseguía una 
estrategia de desarrollo de industrialización por sustitución de importaciones 
(ISI); posteriormente, durante la etapa neoliberal (1982 al presente), cuando 
las políticas nacionales se reorientaron a cortejar la actividad industrial de las 
corporaciones trasnacionales. A pesar de que las leyes ambientales mexicanas 
KDQ�HYROXFLRQDGR�GH�PDQHUD�VLJQLÀFDWLYD�GXUDQWH�ORV�~OWLPRV����DxRV��HQ�OD�
práctica no se hacen cumplir —no en el caso del río Santiago (Tetreault et 
al, 2010). Antes de entrar en este análisis, veamos a los primeros desarrollos 
industriales en la región.

En 1893 se construyó una planta hidroeléctrica en la cascada El Salto 
de Juanacatlán, la primera de su tipo en México (Durán Juárez et al, 1999: 
102). Tres años después, la Compañía Industrial Manufacturera inició la 
construcción de una fábrica textil junto a ella, donde también construyó una 
colonia industrial para sus obreros, creando así el precursor del desarrollo 
urbano en lo que ahora se conoce como El Salto. Aquí, durante la primera 
mitad del siglo XX, se empezó a formar una comunidad de clase obrera, que 
durante varias décadas tuvo el rango político de delegación en el municipio 
de Juanacatlán. Pero, en 1943, el gobernador de Jalisco, Marcelino García 
Barragán, respondió a una petición de los obreros de la textilera local para 
crear el municipio de El Salto. De esta manera, una división política se 
sobrepuso sobre el río Santiago, dividiendo los municipios de Juanacatlán 
y El Salto.

En Ocotlán, donde el río Santiago nace del lago de Chapala, se inició 
el desarrollo industrial en 1935, cuando Nestlé construyó una planta para 
producir leche condensada. Doce años después, una empresa estadunidense, 
OODPDGD�&HODQHVH�0H[LFDQD��LQVWDOy�XQD�IiEULFD�SDUD�SURGXFLU�ÀEUDV�VLQWp-
ticas en las afueras de Ocotlán, en el municipio de Poncitlán. Estos fueron 
los antecedentes del boom industrial que pronto seguiría.

Durante el periodo de la posguerra, el gobierno mexicano buscó agresiva-
mente el desarrollo a través de la estrategia ISI, en un esfuerzo por maximizar 
el crecimiento económico, medido en términos del producto interno bruto 
(PIB), que no toma en cuenta los servicios ambientales. De acuerdo con esta 
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estrategia, se diseñaron políticas para proveer infraestructura, subsidios y 
protección de la competencia internacional al naciente sector industrial. 
En este contexto, durante la gubernatura de Juan Gil Preciado en Jalisco 
(1959–1964), se construyó una carretera paralela al río Santiago en el tra-
yecto entre La Barca, Ocotlán y Guadalajara. Además, se proporcionaron 
servicios de ferrocarril y electricidad, lo que facilitó el desarrollo de lo que 
después se llamaría el “corredor industrial de Jalisco”. Con este apoyo 
gubernamental, para 1970 se habían construido nueve plantas industriales 
adicionales en esta área, entre las que se incluían Ciba Geigy Mexicana y 
Celulosa y Derivados �&U\VHO���LGHQWLÀFDGDV�FRPR�GRV�IXHQWHV�VLJQLÀFDWLYDV�
de contaminación.1

Al mismo tiempo, en el sector rural se empleaban recursos públicos para 
desarrollar y diseminar las tecnologías de la “revolución verde”, como siste-
mas de riego modernos y agroquímicos. Para 1974, rastros de DDT y otros 
agroquímicos ya habían sido detectados en la cuenca Lerma–Chapala–San-
tiago (CLCHS) (Torres y Durán, 2009: 8). Mientras tanto, el crecimiento 
GHPRJUiÀFR�LPSXOVy�XQ�GHVDUUROOR�XUEDQR�FDyWLFR�HQ�OD�]RQD�PHWURSROLWDQD�
de Guadalajara. Entre 1940 y 1970, su población creció a una tasa anual 
promedio de 5.78%, y aumentó de 274,000 a 1’480,500 habitantes; de 
manera concomitante, el área urbana se amplió de 2,620 ha a 11,005 ha. 
En lugar de invertir en infraestructura para el tratamiento adecuado de las 
aguas negras, se construyeron e interconectaron una serie de canales en 
������SDUD�SHUPLWLU�TXH�ODV�DJXDV�UHVLGXDOHV�ÁX\HUDQ�VLQ�WUDWDPLHQWR�KDFLD�
el río Santiago, directamente o a través de sus arroyos tributarios (Torres 
y Durán, 2009: 14–15).

En la década de los setenta, el corredor industrial de Jalisco recibió un 
impulso cuando el presidente Luis Echeverría anunció su plan para descen-

1. La primera de estas dos fábricas ha sido identificada por pobladores de Juanacatlán y El Salto como 
una de los peores culpables de la contaminación. Fue construida en Atotonilquillo en 1965, origi-
nalmente para fabricar productos auxiliares para textiles. Se agregó después la producción de resinas 
epóxicas, de farmacéuticos, colorantes y, para inicios de los ochenta, la elaboración de productos 
agroquímicos granulados (STPS, 2006: 23). Actualmente, la fábrica pertenece a Huntsman, una 
empresa estadunidense que produce tintas y otros químicos textiles para la industria automotriz y 
la producción de alfombras.
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tralizar la actividad industrial del Valle de México, al promover polos de 
desarrollo. Un informe elaborado por la Comisión de Desarrollo Industrial 
GHO�&RQJUHVR�GH�OD�8QLyQ�HQ�������UHÁHMD�HO�RSWLPLVPR�FRQ�TXH�VH�SUHVHQWDED�
esta visión en Jalisco: “Este corredor [...] cuenta con una infraestructura 
tan completa que es promisoria para el inversionista, e indudablemente 
se convertirá en un emporio industrial” (XLVII Legislatura, 1972). En ese 
mismo informe, la Comisión indicaba que la cuenca LCHS ofrecía “una 
disponibilidad de agua para usos industriales en cantidad prácticamente 
ilimitada” (XLVII Legislatura, 1972).

Irónicamente, se detectaron niveles peligrosos de contaminación en esta 
época. Residentes de Juanacatlán y El Salto recuerdan que, algún tiempo 
después de que Ciba Geigy construyó su fábrica de colorantes y químicos en 
1965, el color de las aguas del río empezó a cambiar. Luego, a principio de 
los setenta, llegó la primera ola de pestilencia. Estela Cervantes, residente 
y activista de Juanacatlán, describe este evento de la siguiente manera:

Una noche, hará un poco más de 30 años, un olor horrible invadió 
al pueblo entero. Al día siguiente, el río llevaba una carga de muerte: 
PLOHV�GH�SHFHV�ÁRWDEDQ�VLQ�YLGD�HQ�VXV�DJXDV��'HVGH�HQWRQFHV��HVH�RORU�
nos invade con mucha frecuencia. Hay noches, como es tan fuerte la 
pestilencia, que tenemos que levantarnos a tapar con toallas mojadas 
las hendiduras de puertas y ventanas para que no penetre (citado en 
McCulligh et al, 2007: 6).

La conciencia de esta contaminación no se limitaba a los habitantes locales. 
&RQ�EDVH�HQ�HVWXGLRV�UHDOL]DGRV�D�ÀQDOHV�GH�ORV�DxRV�VHVHQWD�\�SULQFLSLRV�
de los setenta, la Secretaría de Recursos Hidráulicos también se percató de 
la presencia de contaminantes en la cuenca LCHS (Torres y Durán, 2009: 
7–8). Por consiguiente, se emprendieron acciones para controlar esta 
FRQWDPLQDFLyQ��SRU�HMHPSOR�� HO� UHJLVWUR�GH� LQGXVWULDV�� OD� FODVLÀFDFLyQ�
de contaminantes y la creación de comisiones de supervisión (Torres y 
Durán, 2009: 16). Sin embargo, fueron de poca utilidad para preservar la 
VDOXG�GHO�6DQWLDJR��/DV�OH\HV�DPELHQWDOHV�HQ�HVH�WLHPSR�QR�HVSHFLÀFDEDQ�
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normas para controlar la contaminación y carecían de dientes jurídicos. La 
maximización de ganancias y la creación de empleo estaban a la orden del 
día; los dueños de fábricas y formuladores de políticas públicas no estaban 
preparados para asumir los costos asociados con la adopción de las tecno-
logías para el tratamiento del agua.

Con esta mentalidad y orientación política, el corredor industrial de 
Jalisco experimentó un boom durante los años setenta, especialmente en El 
Salto, donde grandes corporaciones trasnacionales, como la Hulera Euzkadi, 
IBM��3HQQZDOW�GHO�3DFtÀFR��XQD�LQGXVWULD�TXtPLFD�TXH�DKRUD�SHUWHQHFH�D�
Mexichem), iniciaron operaciones en 1971, 1975 y 1976, respectivamente. 
Esto marcó el principio del crecimiento industrial exponencial en la región. 
Para 1984, había 61 plantas manufactureras en El Salto; en 1989, el número 
había aumentado a 70 (Durán et al, 1999: 119). En este contexto, Elías 
González observó, hace ya más de 20 años, que el río Santiago se había con-
vertido en “un canal de desechos industriales que han acabado con la fauna 
y con la posibilidad de uso de sus aguas [para cualquier otro propósito]” 
(1989: 66). La situación ha empeorado desde entonces.

A principio de los ochenta, México entró en una crisis económica pro-
funda, creando un entorno propicio para impulsar los ajustes estructurales 
neoliberales: libre comercio, privatización, desregulación e industrialización 
orientada a la exportación. Dentro de este marco, se adoptaron políticas 
para atraer la inversión extranjera directa (IED), considerada un elemento 
fundamental para la reactivación de la economía. Dichas políticas incluían: 
OD�HOLPLQDFLyQ�GH�ODV�EDUUHUDV�SDUD�HO�ÁXMR�GH�FDSLWDO��EDMRV�LPSXHVWRV�\�UHV-
quicios legales para las empresas, la provisión de infraestructura industrial, 
VXSUHVLyQ�GH�VDODULRV�\�OD�SURPRFLyQ�GH�XQD�IXHU]D�GH�WUDEDMR�´ÁH[LEOHµ��
Las leyes ambientales laxas, probablemente, eran otra característica atractiva 
para algunas empresas trasnacionales (TNC, por sus siglas en inglés).

De manera complementaria, el gobierno estatal implementó una serie 
de medidas, a principios y mediados de los noventa, diseñadas para aumen-
tar la competitividad de Jalisco para atraer la IED. Se creó la Secretaría de 
Promoción Económica, se establecieron nuevos parques industriales y las 
zonas industriales existentes se ampliaron y consolidaron (González, 2009). 
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Esto se tradujo en un aumento repentino en IED, la llegada de docenas de 
TNC y mayor actividad industrial en la zona metropolitana de Guadalajara, 
especialmente en el sector de la electrónica (Valencia, 1998). A pesar de la 
creencia difundida de que las TNC tienden a adoptar tecnologías más ami-
gables con el ambiente, varios estudios realizados por la Comisión Estatal 
del Agua de Jalisco (CEA)2 han encontrado que las descargas al Santiago de 
diversas TNC no logran cumplir con las normas (véase, por ejemplo, AYMA 
Ingeniería y Consultoría, 2003: 4-7, y CEAS, 2006: 4-3). Esto se debe a la 
falta de vigilancia y control gubernamentales. Sobre papel, las leyes ambien-
WDOHV�PH[LFDQDV�KDQ�VLGR�IRUWDOHFLGDV�GH�PDQHUD�LPSRUWDQWH�GHVGH�ÀQDOHV�
de la década de los ochenta; en la práctica, siguen siendo impotentes, por 
lo menos en el caso del río Santiago (Tetreault et al, 2010).
/RV�ÁXMRV�FUHFLHQWHV�GH�DJXDV�UHVLGXDOHV�PXQLFLSDOHV�VLQ�WUDWDPLHQWR�

también han contribuido al problema. Entre 1980 y 2000, la población de 
la zona metropolitana de Guadalajara creció a una tasa anual promedio 
de 2.2%. Para el año 2000, contaba con 3’461,500 habitantes y cubría un 
área de 35,000 ha. En 2005, la población de la zona metropolitana de Gu-
adalajara rebasó los cuatro millones, con la producción de cerca de 8,300 
litros de aguas residuales por segundo (Siapa, 2005). Casi la totalidad de esta 
agua contaminada (99%) se libera al medio ambiente sin previo tratamiento 
(Siapa, 2005). A pesar de que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente (LGEEPA) obliga a los municipios a tratar sus aguas 
residuales, existe una sola planta de tratamiento municipal en toda la zona 
metropolitana de Guadalajara —llamada río Blanco—, la cual da tratamien-
to a solo 150 litros por segundo (http://www.siapa.gob.mx). Por lo menos 
desde 2002, el gobierno de Jalisco ha prometido construir nuevas plantas, 
y el plan actual consiste en la construcción de dos “macroplantas” llama-
das El Ahogado y Agua Prieta, pero aún no se han materializado. Mientras las 
empresas privadas ganaron las licitaciones para construir y operar ambas 

2. La CEA fue creada en mayo de 2001. Originalmente se le denominaba Comisión Estatal de Agua 
y Saneamiento (CEAS). Su nombre fue cambiado en el 2007, dejando la referencia a sus responsa-
bilidades por el saneamiento.
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plantas, todavía no comienza la construcción y, en el mejor escenario, no 
comenzarán operaciones sino hasta 2012 (Martínez, 2010).
$OJXQDV�DJHQFLDV�JXEHUQDPHQWDOHV�KDQ�UHDOL]DGR�HVWXGLRV�SDUD�LGHQWLÀFDU�

las fuentes de contaminación del río Santiago, pero la información sigue 
siendo incompleta (CEAS, 2005). En un estudio de 2006, elaborado para la 
Comisión Estatal de Agua y Saneamiento de Jalisco (CEAS), se detectaron 
305 fuentes de contaminación en los municipios de El Salto, Juanacatlán, 
Tototlán y Poncitlán; 14 de ellas venían de instalaciones pecuarias, 20 de 
descargas municipales y 271 de actividades industriales. Los contaminadores 
industriales provienen de diversos sectores. Al analizar los establecimientos 
en El Salto, destacan los siguientes: metalúrgico (15), químico y farmacéu-
tico (14), metalmecánico (10), electrónico (9), automotriz (9) y alimentos 
y bebidas (8) (CEAS, 2005: 6). En 2005, la Comisión Nacional del Agua 
(Conagua) publicó un estudio que señala que: “El río Santiago está conta-
minado por descargas industriales en el tramo paralelo al corredor industrial 
Ocotlán–El Salto, pues aunque existen plantas de tratamiento, la vigilancia y 
el control de las descargas es mínima” (Conagua, 2005b: 47). Esta confesión 
se repitió en una publicación más reciente de la misma Conagua, esta vez 
en referencia a toda la cuenca LCHS: “En la mayoría de los casos no se les 
GD�QLQJ~Q�WUDWDPLHQWR�D�VXV�HÁXHQWHV��LPSDFWDQGR�FRQ�HOOR�GUDPiWLFDPHQWH�
todos los ecosistemas por donde corren las aguas” (Conagua, 2009a: 55).

En un estudio realizado en 2004 para la CEAS, investigadores de la Uni-
versidad de Guadalajara analizaron sedimentos de 14 puntos sobre el río 
Santiago, incluyendo la cascada entre Juanacatlán y El Salto. Detectaron 
la presencia de metales pesados como plomo, mercurio, cromo, cobalto y 
arsénico (CEAS / CUCEI, 2004: 2-43). Estas últimas dos sustancias son carci-
nogénicos para los seres humanos, y está reconocido que las primeras dos 
afectan el sistema nervioso (ATSDR, 2004). El mismo estudio también señala 
la presencia de compuestos orgánicos sintéticos. Cerca de la cascada se de-
tectó la presencia de bencenos, tolueno, xileno y furanos, entre otros (ATSDR, 
2004: 2-50). La toxicidad de estas sustancias es reconocida: los bencenos y 
furanos también son carcinogénicos, el tolueno afecta el sistema nervioso 
y, tanto el tolueno como el xileno, pueden afectar los riñones.
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El impacto de esta contaminación en la salud ha sido denunciado por 
residentes y médicos locales, quienes han observado un aumento en la 
incidencia de enfermedades como el cáncer y la leucemia, así como en el 
número de abortos espontáneos; también han sido reportados los proble-
mas respiratorios y ronchas en la piel. Sin embargo, en ausencia de estudios 
epidemiológicos, los funcionarios gubernamentales tienden a negar la exis-
tencia de cualquier vínculo entre estos problemas de salud y la contamina-
ción del río Santiago. En el contexto de una mayor presión por parte de la 
sociedad civil organizada, la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios (Cofepris) realizó un análisis estadístico de la incidencia 
de enfermedades en El Salto y Juanacatlán, pero los resultados nunca se 
hicieron públicos. Sin embargo, durante una reunión pública realizada en 
Juanacatlán, en julio de 2008, Matiana Ramírez Aguilar, directora de Evi-
dencia y Manejo de Riesgos de la Cofepris, dejó escapar información en el 
sentido de que estos resultados señalaban una mayor incidencia de cáncer 
en El Salto y Juanacatlán, en comparación con otros municipios del estado 
de Jalisco (Ramírez, 2008). Por otra parte, un estudio efectuado por Juan 
Gallardo demostró que residentes de El Salto que viven en proximidad del 
río Santiago, sufren una exposición crónica a bajos niveles de ácido sulfhí-
drico, un gas que puede provocar fatiga, dolores de cabeza, mala memoria, 
irritabilidad, mareo y alteraciones de las funciones motoras, especialmente 
entre personas con problemas cardiacos o del sistema nervioso (Gallardo, 
2005: 25, 102).

Este es el escenario que ha llevado a residentes de El Salto y Jua-
nacatlán a organizarse, buscar apoyo externo y presionar al gobierno a 
emprender acciones correctivas, dando forma al movimiento socioeco-
lógico que se analiza en la siguiente sección.

El surgimiento de un movimiento socioecológico

A pesar de que los habitantes de El Salto y Juanacatlán han tenido con-
ciencia de la contaminación del río Santiago desde los años setenta, los 
esfuerzos organizados para abordar el problema no aparecieron sino hasta 
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principios de la década de 2000. Como hemos visto, para ese tiempo los 
niveles de contaminación habían aumentado de manera palpable. Además, 
fue entonces cuando el gobierno de Jalisco empezó a hacer planes para la 
construcción de la presa de Arcediano sobre el Santiago, justo aguas abajo 
GH�VX�FRQÁXHQFLD�FRQ�HO�UtR�9HUGH��(VWRV�SODQHV�FRQVWLWXtDQ�XQ�LPSRUWDQWH�
trasfondo político para el surgimiento del movimiento socioecológico para 
la restauración del río. Más aún, los planes gubernamentales para Arcediano 
desencadenaron otro movimiento estrechamente relacionado para detener la 
FRQVWUXFFLyQ�GH�OD�SUHVD��HVWH�VH�DQDOL]D�HQ�HO�FDStWXOR�́ &RQÁLFWR�\�DJHQWHV�HQ�
el caso de la presa Arcediano”, de Mario E. López Ramírez).

A nivel local, los primeros esfuerzos organizativos para abordar el pro-
blema fueron liderados por Rodrigo Saldaña, un residente de Juanacatlán, 
quien en el año 2000 comenzó a hablar en reuniones informales con otros 
habitantes, sobre las preocupaciones ambientales y de salud. En 2003, fun-
dó el Instituto VIDA, cuyas actividades iniciales se enfocaban a recolectar 
LQIRUPDFLyQ�\�UHJLVWUDU�TXHMDV�RÀFLDOHV��&XDQGR�HVWR�SUREy�VHU�XQ�FDOOHMyQ�
sin salida, cambió su enfoque hacia campañas de concientización, en colabo-
ración con el Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario (IMDEC), 
una ONG con sede en Guadalajara. Entre 2004 y 2007 fueron producidos 
y ampliamente difundidos videos documentales, folletos y un informe, y se 
llevó el caso a organizaciones y redes nacionales e internacionales. También 
fue durante esa época que la prensa local comenzó a prestar mayor atención 
a los problemas ambientales y sociales en El Salto y Juanacatlán. Otras dos 
organizaciones locales se formaron: Un Salto de Vida (USV) y el Comité 
Ciudadano de Defensa Ambiental (CCDA). Investigadores de la Universi-
dad de Guadalajara y del Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores 
de Occidente (ITESO) empezaron a involucrarse mucho más, por lo que la 
conciencia pública aumentó.

Para el movimiento por el río Santiago, 2008 fue un año de cambio, 
tragedia, esperanza y desilusiones. La muerte del niño Miguel Ángel López 
Rocha, de ocho años de edad, envenenado tras la ingesta accidental de agua 
del canal El Ahogado, sin duda fue un parteaguas. Lo trágico e inmediato 
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de esta pérdida de vida incrementó el aura de incertidumbre que envuelve 
los impactos crónicos de la contaminación ambiental y, a pesar de los es-
fuerzos públicos en este sentido, para las autoridades fue muy difícil negar 
que la contaminación del río y sus tributarios fueran los responsables. La 
atención de los medios se volcó sobre el caso y la contaminación del Santiago 
se convirtió en uno de los problemas más notorios en Jalisco.

En abril de ese mismo año, 2,500 ciudadanos afectados de El Salto, Jua-
nacatlán y Puente Grande marcharon por las calles del centro de Guadalajara 
SDUD�UHIRU]DU�VXV�GHPDQGDV�GH�SRQHU�ÀQ�D�OD�FRQWDPLQDFLyQ�GHO�UtR�³HVWR�
en una ciudad famosa por su conservadurismo político y su comparativa-
mente escasa movilización social. Aun así, la administración del gobernador 
(PLOLR�*RQ]iOH]�0iUTXH]�³FX\R�SHULRGR�FRPHQ]y�HQ������\�ÀQDOL]D�HQ�
2013— ha permanecido renuente a asumir la responsabilidad de la proble-
mática. Anunció sus planes para construir un tubo de grandes dimensiones 
para conducir el agua contaminada río abajo de El Salto y Juanacatlán, y 
reiteraba sus promesas de construir dos “macroplantas” de tratamiento. 
Mientras tanto, a nivel estatal, el dinero público se dirigía de forma no 
programada a estrategias controvertidas para atraer el turismo, en aso-
ciación con la iglesia católica y grandes empresas locales.

Aunque la cobertura de los medios sobre los problemas ambientales y de 
salud en El Salto y Juanacatlán ha disminuido, el caso aún recibe atención 
frecuente. Al mismo tiempo, las organizaciones locales continúan insistien-
do en su lucha, con la construcción de redes de solidaridad cada vez más 
consolidadas, últimamente a través de la Asamblea Nacional de Afectados 
Ambientales (ANAA). 

En lo que sigue, se adoptará un enfoque orientado al actor para profun-
dizar en nuestro análisis del movimiento por el río Santiago.3�6H�SHUÀODQ�
cuatro actores clave: VIDA, USV, el CCDA e IMDEC. Los primeros tres son 
organizaciones comunitarias; la última es una ONG profesional.

3. Para una justificación metodológica del enfoque orientado al actor, véase Long (1997). También, 
desde una perspectiva político-ecológica, véase Bryant y Bailey (1997). 
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Instituto VIDA

Los primeros esfuerzos comunitarios organizados para enfrentar la conta-
minación del río y sus impactos en la salud de los habitantes de la región 
fueron de miembros del Instituto VIDA. Antes de buscar el registro formal 
como asociación civil en 2003, durante varios años los miembros se iden-
WLÀFDEDQ� VLPSOHPHQWH� FRPR�XQ� JUXSR�GH� UHVLGHQWHV� GH� -XDQDFDWOiQ� TXH�
buscaba entender, dialogar con vecinos y denunciar los impactos de la 
contaminación del río.

Rodrigo Saldaña, desde hace años presidente de VIDA, describió el agua 
de grifo maloliente que él y sus colegas usaron durante los primeros días de su 
estancia en Juanacatlán, por lo menos hasta que uno de ellos buscó atención 
médica por las ronchas que le salieron en la piel. Era 1979 y Rodrigo y sus 
colegas apenas conocían la comunidad, siendo Juanacatlán su base para el 
trabajo que realizaban en la región por parte de la Secretaría de la Reforma 
Agraria. El agua maloliente provenía directamente del río Santiago. Después 
de hallar baños públicos abastecidos con agua de pozo, la primera acción 
que Rodrigo tomó fue recomendar al entonces alcalde que solicitara la per-
foración de un pozo para el abastecimiento de la comunidad. Esta acción, 
relativamente sencilla, se realizó aproximadamente un año más tarde.

Pero no era tan sencillo descifrar los impactos más amplios de la creciente 
contaminación del río. Rodrigo describió uno de los eventos que lo llevó 
a buscar la organización comunitaria sobre este tema. Como presidente de 
la asociación de padres de familia de la escuela primaria donde estudiaban 
sus hijos, notó que había baja asistencia los días lunes; buscó alguna expli-
cación para esto, y le dijeron que muchos papás reportaban que sus hijos 
estaban enfermos, con dolores de cabeza, mareos, nausea, infecciones del 
estómago y de los ojos, fatiga y ronchas en la piel, estaban entre las razones 
citadas. Esto lo llevó a realizar pláticas informales en eventos comunita-
rios y sociales, en los que preguntaba a la gente por qué pensaba que los 
niños se enfermaban con tanta frecuencia, y por qué el río tenía un olor tan 
pestilente. Poco tiempo después, en julio de 2002, Rodrigo y otros líderes 
comunitarios enviaron su primera carta al entonces presidente Vicente Fox, 
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en la que le solicitaban su atención a la “emergencia social” y amenaza a la 
salud que trazaron.

Desde el principio, la prioridad de VIDA ha sido el río Santiago; considera 
su contaminación como el problema más urgente y exigente de la región, 
un problema al que “nadie quería entrarle [...] por todo lo que implicaba”.4 
5RGULJR�VH�UHÀULy�QR�VROR�D�ODV�GLÀFXOWDGHV�TXH�FRQOOHYD�SUHYHQLU�OD�FRQ-
taminación continua del río sino a la relación ambivalente de la población 
local con la problemática. En esta situación “compleja” y “enredada”, señaló 
que “la gente que está afectándose, la gente que está en la región, vive de 
la misma situación económica que provee la industria”. Este análisis llevó a 
VIDA�D�HVFRJHU�XQD�OtQHD�GH�DFWXDFLyQ�´SUXGHQWHµ��HQ�OD�TXH�SUHÀULHURQ�OD�
investigación y buscaron consejos técnicos sobre el problema, en lugar de 
acciones de confrontación, como protestas o marchas, una ruta que consi-
deraban contraproducente: “nos estaríamos poniendo el lazo y ahorcando 
solos”.5

Arrancaron con un núcleo de diez miembros. Sus acciones iniciales se 
centraron en la capacitación y recolección de información por parte de 
los integrantes, así como la presentación de denuncias ciudadanas. En 
retrospectiva, para Rodrigo el énfasis en las denuncias ciudadanas quizás 
era “inocente”, y pronto fue aparente que semejantes acciones no recibían 
un seguimiento adecuado. Las denuncias incluyeron, además de la carta a 
Vicente Fox, peticiones dirigidas al gobernador de Jalisco y una denuncia 
ciudadana ante la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa); 
DPEDV�HQ�������(Q�HO�FDVR�GH�OD�3URIHSD��VX�GHQXQFLD�VH�GHULYy�D�OD�RÀFL-
na regional de la Conagua, así como a la Secretaría de Salud del estado. 
A pesar de que en 2004, Martha Ruth del Toro, delegada estatal de la 
Profepa en Jalisco, recorrió el área en compañía de miembros de VIDA, y se 
comprometió a realizar acciones en seis meses —de acuerdo con reportajes 
periodísticos—,6 no solo no se tomó ninguna acción sino que VIDA nunca 
recibió una respuesta formal para conocer la resolución de la denuncia.

4. Entrevista con Rodrigo Saldaña López, 18 de diciembre de 2009.
5. Entrevista con Rodrigo Saldaña López, 18 de diciembre de 2009.
6. Véase, por ejemplo, Mural, 3 de abril de 2004.
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Poco antes de VIDA�VH�UHJLVWUy�RÀFLDOPHQWH��HQ�PD\R�GH�������FXDQGR�ORV�
LQWHJUDQWHV�D~Q�VH�LGHQWLÀFDEDQ�FRPR�XQ�JUXSR�GH�UHVLGHQWHV�GH�-XDQDFDWOiQ��
formaron parte de la Petición Ciudadana Lago de Chapala II ante la Comisión 
para la Cooperación Ambiental (CCA), comisión tripartita que se estableció 
como resultado de un acuerdo paralelo al Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN). Esta petición ciudadana fue encabezada por el 
Instituto de Derecho Ambiental (IDEA) y la Fundación Cuenca Lerma–Cha-
SDOD²6DQWLDJR²3DFtÀFR��\�UHSUHVHQWy�OD�SULPHUD�DFFLyQ�FROHFWLYD�SDUD�OOHYDU�
el caso ante un organismo internacional. La petición ciudadana alegó que 
México no estaba aplicando de manera efectiva su legislación ambiental en 
OD�FXHQFD��HVSHFtÀFDPHQWH�HQ�UHODFLyQ�FRQ�HO�ODJR�GH�&KDSDOD��HO�UtR�6DQ-
tiago, en Juanacatlán, y a la propuesta de la presa de Arcediano. Debido a 
las limitaciones inherentes al mandato de la CCA, el avance de la petición 
ciudadana ha sido lento. Dos años después de su entrega, el secretariado 
consideró que se ameritaba la integración de un “expediente de hechos”; 
no fue sino hasta mayo de 2008 que el consejo de la CCA (integrado por 
los secretarios de medio ambiente de Canadá, México y Estados Unidos) 
instruyó al secretariado para comenzar la preparación de este expediente 
de hechos. Hasta 2012, el expediente —que puede hacerse público o no— 
sigue pendiente. Todas las acciones anteriores coincidieron con una mayor 
cobertura en los medios de comunicación sobre la contaminación y los 
problemas de salud en la cuenca El Ahogado, particularmente en El Salto y 
Juanacatlán, con muchos reportajes que citaban a miembros de VIDA.

A nivel comunitario, VIDA emprendió muchas actividades en este perio-
do para informar y motivar, así como para conocer la percepción de sus 
vecinos, las cuales asumieron distintas formas, por ejemplo: exhibición de 
videos documentales en plazas públicas, organización de foros, la aplicación 
de una encuesta a 4,500 habitantes de la zona, la distribución de volantes 
y boletines, y actividades de educación ambiental con alumnos y padres de 
familia en escuelas locales. Uno de los principales eventos que llevaron a 
cabo durante varios años fue la llamada “Marcha del silencio” que se reali-
zaba el 2 de noviembre, Día de Muertos. Durante la marcha se levantaba un 
altar de muertos junto al río, y se invitaba a la gente a marchar de la plaza 
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de Juanacatlán al río, donde realizaban un foro informativo. Estas marchas 
reunían aproximadamente a 600 personas. A pesar de la respuesta positiva 
de muchos residentes a las continuas invitaciones y eventos organizados 
por VIDA, su estructura interna tradicionalista no ha buscado o no ha sido 
FDSD]�GH�LQWHJUDU�D�QXHYRV�PLHPEURV��5RGULJR�DÀUPy�TXH�OD�JUDQ�PD\RUtD�
del trabajo lo realizan actualmente solo cuatro personas, mientras los demás 
participan en forma esporádica o asisten a ciertos eventos o reuniones. Vale 
la pena destacar que todo el trabajo de VIDA se realiza de forma voluntaria, 
por lo que los viajes y demás gastos son asumidos por sus miembros.

A lo largo de los años, el trabajo de VIDA y su colaboración con expertos 
técnicos, así como con investigadores de distintas universidades, ha repre-
sentado una contribución clave al entendimiento de la problemática de la 
zona y sus implicaciones, tanto en las comunidades como, de manera más 
amplia, a través de los medios de comunicación y peticiones a las autorida-
des. Por ejemplo, miembros de VIDA trabajaron de cerca con Juan Gallardo, 
cuya tesis de maestría sobre los impactos del ácido sulfhídrico (H2S) en la 
salud de las poblaciones de El Salto y Juanacatlán fue el primer estudio en 
LGHQWLÀFDU�VX�SUHVHQFLD�\�HOXFLGDU�ORV�ULHJRV�GH�HVWH�JDV��)UDQFLVFR�3DUUD��
médico que ejerce en El Salto y miembro de VIDA, también realizó una tesis 
de maestría que analiza los impactos del H2S sobre niños que estudian en 
la escuela Mártires del Río Blanco, en las inmediaciones de la cascada. Por 
otra parte, los integrantes de VIDA han compartido su conocimiento pro-
fundo de la región y de las principales fuentes de contaminación a través de 
recorridos y pláticas con medios de comunicación, grupos de estudiantes, 
activistas, investigadores y políticos que visitan la zona.

Hicieron contacto con IMDEC en 2004 y, desde entonces, han emprendido 
muchas acciones conjuntas (algunas de las cuales se detallan más adelante), 
aunque cada organización ha mantenido su autonomía. En el caso de la 
queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), 
iniciada en 2007 y resuelta en 2009, vale la pena destacar que integrantes 
de VIDA proporcionaban una retroalimentación constante a los visitadores 
de la CEDHJ, a quienes acompañaron en numerosos recorridos de sitio.

En un análisis del impacto de sus acciones a lo largo de los años, Rodrigo 
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DÀUPy�TXH�OD�FUHDFLyQ�GH�ODV�GLUHFFLRQHV�GH�(FRORJtD�HQ�ORV�GRV�PXQLFLSLRV�HV�
resultado del trabajo comunitario local. Sin embargo, el esfuerzo por incidir 
y suscitar acciones propositivas de los ayuntamientos en general no ha dado 
fruto: “Desafortunadamente, con los conocimientos que tienen, con los 
recursos que manejan y con la capacidad que se tiene en los ayuntamientos, 
para mí han hecho acciones contraproducentes”.7�3DUD�HMHPSOLÀFDU��5RGUL-
go citó los programas de control de mosquitos que se han implementado, 
los cuales aplican tanto herbicidas como glifosato para eliminar el lirio del 
río, y hacen un molido de las plantas que luego dejan caer al fondo del río. 
Estas acciones, cuya intención es reducir el hábitat para la reproducción del 
mosquito, han llevado a mayor generación de H2S. En palabras de Rodrigo: 
´<R�SUHÀHUR�TXH�PH�SLTXHQ�ORV�]DQFXGRV�D�UHVSLUDU�JDV�TXH�QR�SXHGR�HYLWDU�
de respirar”.8 Dado el pobre desempeño de estos gobiernos municipales, 
Francisco Parra, miembro de VIDA, participó como candidato a alcalde en 
Juanacatlán en las elecciones de 2009. A pesar de que no logró ganar en las 
elecciones, Rodrigo dijo que en el futuro las candidaturas independientes a 
los ayuntamientos podrán brindar resultados positivos.

La presión ejercida sobre el gobierno del estado ha surtido mayores efec-
WRV��6HJ~Q�5RGULJR��´/HV�KHPRV�GDGR�XQD�WXQGD�³DÀUPD��+HPRV�KHFKR�
acciones que les han dolido mucho y que han sido acciones enfocadas a lo 
WpFQLFR�\�D�OR�FLHQWtÀFRµ��5RGULJR�FRQVLGHUy�TXH�ODV�SURSXHVWDV�DOWHUQDWLYDV�
para la región, que han desarrollado conjuntamente con investigadores, 
IMDEC y otros, demuestran que los programas gubernamentales para la 
zona son “erráticos” e insostenibles; sin embargo, debido a los intereses 
económicos implicados, no se puede conceder nada de forma pública. A 
pesar de toda la labor realizada por parte de VIDA para concientizar acerca 
GH�OD�FULVLV�HQ�-XDQDFDWOiQ�\�(O�6DOWR��DÀUPy�TXH�DFWXDOPHQWH�VX�GHVHR�HV�
resaltar y desarrollar los aspectos positivos de la vida en la comunidad.

A manera de resumen, se puede señalar que VIDA es la primera orga-

7. Entrevista con Rodrigo Saldaña López, 18 de diciembre de 2009.
8. Entrevista con Rodrigo Saldaña López, 18 de diciembre de 2009.
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nización en abordar directamente y denunciar la contaminación del río 
Santiago, la cual ha convocado a organizaciones como IDEA e IMDEC, y ha 
demandado la atención de autoridades federales, estatales y municipales. 
Esta organización es liderada por un pequeño grupo de habitantes de Jua-
nacatlán, quienes a lo largo de los años han buscado informar y motivar la 
acción comunitaria más amplia, aunque ha sido sin aumentar el número de 
miembros de VIDA ni promover estructuras alternativas de liderazgo. VIDA 
ha tenido la apertura para trabajar con actores de todos los sectores, presen-
tando propuestas y exigiendo la rendición de cuentas de los representantes 
JXEHUQDPHQWDOHV��KD�SURSXHVWR�SROtWLFDV�S~EOLFDV�DOWHUQDWLYDV�HVSHFtÀFDV�\�
ofrecido información basada en investigaciones a los políticos, a los medios 
de comunicación y al público general.

Un Salto de Vida

Fundada en 2006, Un Salto de Vida (USV��HVWi�UHJLVWUDGD�RÀFLDOPHQWH�FRPR�
asociación civil, integrada por habitantes de El Salto y Juanacatlán. Dirigida 
por sus fundadores, Enrique Enciso y Graciela González, cuenta con cerca 
de 30 miembros permanentes. Sus objetivos aluden a la defensa del derecho 
a la salud, a la recuperación de los recursos naturales deteriorados a causa 
de la contaminación, a la ampliación de la participación ciudadana en la 
toma de decisiones sobre el desarrollo de los municipios, y a la participa-
ción de los lugareños en actividades encaminadas a fortalecer la identidad 
FRPXQLWDULD�� /D� RUJDQL]DFLyQ� WLHQH� XQD� HVWUXFWXUD� LQWHUQD� ÁH[LEOH� \� ODV�
tareas se realizan de manera voluntaria. Se apoya en los aportes de 20 o 30 
colaboradores, entre los que se encuentran vecinos, estudiantes universita-
ULRV��SURIHVLRQLVWDV�\�FLHQWtÀFRV��6XV�DFFLRQHV�SXHGHQ�FODVLÀFDUVH�HQ�FXDWUR�
categorías: fortalecimiento de la organización comunitaria, construcción 
de alianzas, difusión social de la problemática y cabildeo con autoridades 
gubernamentales.

Un Salto de Vida ha desarrollado una variedad de estrategias para di-
fundir información sobre los orígenes y consecuencias de la contaminación 
del Santiago entre la población de El Salto y Juanacatlán, con el objetivo 
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fundamental de que los habitantes de estos municipios se “apropien de la 
lucha”. Por ejemplo, han llevado a cabo reuniones en la plaza pública de 
El Salto y realizado visitas “casa por casa”.9 A estas acciones subyacen dos 
ideas importantes: por una parte, se considera que los ciudadanos deben 
participar en la búsqueda de soluciones a la problemática; por otra, dichas 
soluciones pretenden incorporar las expectativas y los conocimientos de los 
más afectados por la contaminación. En esta línea, USV presentó en 2008 
un mapa que describe los problemas ambientales de la región y resalta las 
fuentes de contaminación del agua, los basureros y las principales sustancias 
tóxicas a las que la gente de la zona se expone. Este mapa ha sido usado 
como herramienta educativa en las comunidades, así como con grupos 
diversos de la zona metropolitana de Guadalajara. USV creó también una 
unidad llamada Centro de información y justicia, cuyo propósito es recabar y 
procesar información diagnóstica sobre el estado de los contaminantes y las 
afectaciones a la salud, y promover el intercambio de ideas entre miembros 
de la comunidad. Asimismo, la organización colabora con investigadores de 
la Universidad de Guadalajara en la elaboración de un libro que recoge his-
torias y experiencias de los pobladores de los dos municipios en torno a la 
contaminación. En palabras de Graciela González, la meta de este proyecto 
es “recuperar nuestra identidad, conocernos y reconocernos”.10 A grandes 
rasgos, USV es la organización local que en años recientes ha hecho más por 
motivar la participación popular en el movimiento entre los habitantes de 
El Salto y Juanacatlán.
$�SHVDU�GH�VXV�GLIHUHQFLDV�FRQ�ODV�RWUDV�RUJDQL]DFLRQHV�SHUÀODGDV�HQ�HVWH�

estudio, uno de los logros más importantes de USV ha sido su capacidad 
de construir alianzas con otros movimientos y con las ONG a nivel local, 
regional y nacional.11 A nivel local y regional, ha apoyado las demandas de 
otras agrupaciones; por ejemplo, sus integrantes han participado en una red 

9. Entrevista con Enrique Enciso, 19 de marzo de 2009. Información acerca de estas reuniones puede 
encontrarse en www.limpiemoselsalto.blogspot.com

10. Entrevista con Graciela González, 19 de marzo de 2009.
11. Esta construcción de alianzas no incluye a VIDA ni al Comité Ciudadano.
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de organizaciones vecinales, conocida como el Parlamento de Colonias, 
que busca ser un espacio de participación pública en la toma de decisiones 
acerca del desarrollo urbano en la zona metropolitana de Guadalajara; 
también ha colaborado en el Congreso Ciudadano, organismo civil que 
funge como una contraloría de las acciones gubernamentales a nivel estatal; 
asimismo, se ha sumado al Colectivo de Organizaciones Ciudadanas por el 
Agua (COLOCA), una red de ONG e investigadores convocados por iniciativa 
de IMDEC, el Congreso Ciudadano y otros, para discutir los temas de agua 
en torno a la zona metropolitana de Guadalajara y otros lugares.

A nivel nacional, USV se adhirió en 2008 a la Asamblea Nacional de Afec-
tados Ambientales (ANAA), y encabezó la creación de una versión regional de 
la misma red, con lo que unió a movimientos de seis estados del occidente 
del país: Colima, Michoacán, Durango, Guanajuato, Nayarit y Jalisco. Para 
noviembre de 2009, ya se habían realizado cinco reuniones regionales. 
Tanto a nivel nacional como regional, la ANAA funciona como un espacio 
para unir a los que sufren los efectos de diferentes tipos de contaminación 
o degradación de los recursos naturales. Se comparten experiencias y se 
forman coaliciones ambientales para ofrecer apoyo mutuo y enfrentar temas 
de preocupación compartida, como el derecho a un medio ambiente sano 
y la protección de la naturaleza. La ANAA también extiende expresiones de 
solidaridad a los líderes de movimientos que han sido víctimas de la repre-
sión gubernamental. Como resultado de la participación activa de USV, en 
mayo de 2009 se llevó a cabo la Cuarta Asamblea Nacional en El Salto, 
a orillas del río, que reunió a más de 250 delegados de 119 comunidades 
(Enciso, 2009). 

Como parte de una mayor cobertura mediática sobre la problemática del 
río Santiago, varios periódicos de Guadalajara han prestado mucha aten-
ción a USV en años recientes, con notas sobre sus demandas y acciones.12 
Más aún, esta organización local ha apoyado la producción de tres videos 
documentales que circulan en internet; además, colaboró con un canal de 

12. Los periódicos que han proporcionado amplia cobertura a los temas a nivel local incluyen: El 
Informador, Público, Mural y La Jornada Jalisco. 
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televisión de España para un reportaje sobre el río, y ha creado su propio 
blog para circular noticias, documentos y artículos de opinión que tratan 
del movimiento social alrededor del río Santiago y otros similares.13 A nivel 
local, la difusión y concientización sobre la problemática se logra a través 
de dos líneas de acción: visitas a escuelas preparatorias y universidades, 
y recorridos por los puntos de la zona donde se aprecian los efectos más 
serios de la contaminación. Habitantes locales, autoridades gubernamen-
tales, estudiantes y activistas sociales han participado en estos recorridos, 
denominados “tours del horror”.
-XQWR�FRQ� ORV�RWURV�DFWRUHV� FROHFWLYRV�SHUÀODGRV�HQ�HVWD� VHFFLyQ��USV 

ha emprendido acciones de protesta y demanda, algunas provenientes del 
arsenal tradicional de tácticas de los movimientos sociales, otras innova-
doras. Algunos ejemplos del primer tipo son las denuncias ante cuerpos 
RÀFLDOHV��FRPR�OD�&RPLVLyQ�1DFLRQDO�GH�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�(CNDH) y 
la Secretaría del Medio Ambiente para el Desarrollo Sustentable de Jalisco 
(Semades); protestas y mítines; el bloqueo simbólico de un día del enorme 
basurero de Los Laureles, donde desechos sólidos no separados de la zona 
metropolitana de Guadalajara se amontonan a escasos kilómetros de El Salto 
y del río Santiago; y la participación en negociaciones con representantes 
del gobierno. Es importante notar que, mientras otras organizaciones se han 
enfocado casi exclusivamente en el río como la fuente de contaminación, 
USV ha sido la única agrupación que ha enfatizado los impactos ambientales 
y en la salud del basurero Los Laureles, en donde denunció el incumplimiento 
de la legislación ambiental aplicable y sentó a las autoridades en la mesa para 
responder a las voces ciudadanas que piden su cierre.

Los proyectos más innovadores de Un Salto de Vida están orientados a 
promover la participación de ciudadanos locales que sufren los efectos de la 
contaminación y la pérdida de recursos naturales. Mientras reconoce que el 
gobierno tiene la responsabilidad y los medios para implementar y coordi-
nar las medidas necesarias para superar estos problemas,14 considera que 
la participación popular amplia es una condición necesaria para encontrar 

13. http://limpiemoselsalto.blogspot.com/
14. Entrevista con Enrique Enciso, 15 de diciembre de 2009.
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soluciones. Desde esta perspectiva, la participación popular no solo se re-
quiere durante el diseño y la evaluación de las políticas públicas sino también 
HQ�OD�PRGLÀFDFLyQ�GH�KiELWRV�D�QLYHO�LQGLYLGXDO�\�IDPLOLDU��HVSHFLDOPHQWH�
en relación con el consumo.15 Estas propuestas se derivan de la convicción 
de que los ciudadanos comparten la responsabilidad por la degradación 
del ambiente natural, destacan la necesidad de lograr mayores niveles de 
DXWRVXÀFLHQFLD�\�UHÁHMDQ�XQD�YLVLyQ�DOWHUQD�GH�OD�PRGHUQLGDG�\�HO�SURJUHVR��
crítica de las limitaciones de la democracia representativa.

En síntesis, USV es la organización local que ha hecho más por motivar 
la participación popular en la lucha a nivel local en años recientes; busca 
contribuir al fortalecimiento de las demandas en relación con el derecho a un 
medio ambiente sano, al mismo tiempo que intenta reorientar el desarrollo 
económico y político, fomentando la identidad colectiva, la participación 
ciudadana y la sustentabilidad ecológica.

El Comité Ciudadano de Defensa Ambiental

El Comité Ciudadano de Defensa Ambiental de El Salto (CCDA) es un grupo 
no registrado de ciudadanos organizados, habitantes pobres y obreros que 
viven en las orillas de la localidad entre El Castillo y La Azucena, princi-
palmente. Su misión es defender los derechos humanos de los afectados 
ambientales de la misma zona, lo que se traduce en recabar información 
relacionada con el problema de salud en las localidades, visitar y prestar 
ayuda a los enfermos, concientizar a los vecinos acerca de la contaminación 
y de otras violaciones a los derechos humanos en la comunidad, y pre-
sionar al gobierno a tomar acciones para resarcir los daños. El Comité se 
compone de 18 mujeres y 5 hombres, dirigidos por Raúl Muñoz, un nativo 
de El Castillo con varios años de experiencia trabajando en comunidades 
zapatistas en Chiapas.

15. Entrevista con Graciela González, 19 de marzo de 2009.
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Raúl fue a Chiapas en 1994, justo después del levantamiento. Solía 
mostrar a los zapatistas fotos del río y de la pobreza urbana en El Salto 
para motivarlos a proteger su ambiente natural y advertirles de no caer en 
la tentación de aceptar el llamado “progreso” ofrecido por el gobierno y las 
empresas privadas. “Sí se necesitan empleos aquí en la selva —les decía—, 
pero no de este tipo”.16 En 2001 regresó a El Castillo para estar cerca de 
su familia. Cuando llegó, estaba asombrado de ver y volver a respirar la 
contaminación del río Santiago. Pronto se puso en contacto con gente del 
Instituto VIDA e IMDEC, y para 2004 ya estaba completamente integrado en 
la naciente red de activistas sociales. Durante esos años, trabajó con estas or-
ganizaciones con el énfasis en los temas ambientales; pero cambió su enfoque 
cuando dos personas cercanas se enfermaron: su única hija tuvo su tercer 
aborto espontáneo con cinco meses de embarazo, esta vez eran gemelos; y su 
VREULQD��GH����DxRV�GH�HGDG��IDOOHFLy�SRU�XQD�LQVXÀFLHQFLD�UHQDO��(O�LPSDFWR�
de estos eventos hizo ver a Raúl la necesidad de un abordaje más centrado 
en la gente y la salud, en los problemas socioambientales de El Salto. Con 
ello en mente, en 2006 fundó el Comité Ciudadano de Defensa Ambiental.

Durante los últimos tres años, el CCDA ha canalizado mucho de su tiem-
po y energía en recabar información de los graves problemas de salud en 
las colonias pobres que conviven con el canal El Ahogado. Los organismos 
gubernamentales han intentado negar la existencia de cualquier vínculo 
entre la degradación ambiental y los problemas de salud en estas colonias; 
por ello, el CCDA ha asumido la responsabilidad de demostrar que sí exis-
ten altas tasas de ciertas enfermedades. Por ejemplo, en El Castillo han 
registrado 23 casos de cáncer en mujeres menores de 40 años, mientras en 
total han documentado más de 700 casos de enfermedades serias en la zona 
(Mejía, 2009). Cada uno de estos casos se documentó con fotocopias de 
registros médicos. Las mujeres integrantes del CCDA han jugado un papel 
FHQWUDO�HQ�HVWH�WUDEDMR��\D�TXH�VRQ�TXLHQHV�VH�KDQ�JDQDGR�OD�FRQÀDQ]D�GH�
otras mujeres de la comunidad (las normas culturales hacen difícil que las 
mujeres compartan problemas íntimos de salud con voluntarios hombres). 

16. Entrevista con Raúl Muñoz, 9 de diciembre de 2009. 



151CONFLICTO Y CONTAMINACIÓN

A las víctimas se les proporciona información, apoyo moral y, en algunos 
FDVRV��XQ�PRGHVWR�DSR\R�ÀQDQFLHUR��6LQ�HPEDUJR��HO�&RPLWp�&LXGDGDQR�GH�
Defensa Ambiental opera con un presupuesto muy limitado, lo que repre-
senta ir de puerta en puerta para pedir donativos y ayudar a una persona 
en particular. Recientemente, el comité ha apoyado en la organización de 
talleres para informar a las mujeres sobre el cáncer de mama, cómo reducir 
el riesgo de contraerlo y cómo detectarlo en sus fases iniciales.

Otro de sus proyectos es advertir a los padres del peligro de que las auto-
ridades del estado les quiten a sus hijos. En los últimos años, personas que se 
ostentan como trabajadoras del Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF), han retirado a niños pequeños y bebés de hogares 
pobres bajo el pretexto de que no están recibiendo los cuidados adecuados. 
Los niños desaparecen, pero existen evidencias que apuntan a pensar que 
se están vendiendo en el mercado negro para la adopción o, quizá, aun 
para trasplantes de órganos. El CCDA ha reunido información sobre este 
fenómeno y está distribuyendo volantes en toda la comunidad para alertar 
a los padres jóvenes.

Una tercera línea de acción emprendida tiene que ver con acciones de 
protesta y demanda. En colaboración con organizaciones, entre las que se 
encuentran el Instituto VIDA y el IMDEC, miembros del comité participan con 
frecuencia en reuniones, mítines, manifestaciones y marchas para presionar 
al gobierno a enfrentar los problemas sociales y ambientales en El Salto y 
otras localidades asentadas sobre el río Santiago. En esta línea, el comité ha 
WRPDGR�XQ�SDSHO�GH�OLGHUD]JR�SDUD�MXQWDU�ÀUPDV�GH�DSR\R�D�XQD�SURSXHVWD�GH�
entubar 3.4 kilómetros del canal de El Ahogado. De esta manera, las áreas 
densamente pobladas entre El Castillo y La Azucena estarían protegidas de 
los gases tóxicos emitidos. Sin embargo, Raúl Muñoz se ha manifestado 
escéptico en cuanto a la voluntad de los gobiernos estatal y municipal para 
aceptar este proyecto (dice que su experiencia le ha mostrado que, invaria-
blemente, los políticos locales son corruptos y poco receptivos). Con esto 
en mente, han decidido combinar esta propuesta con otra más modesta: la 
construcción de otra escuela primaria para remplazar la escuela Mártires del 
Río Blanco, la cual ya no acepta nuevos estudiantes, de acuerdo con el plan 
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de cerrarla debido a su proximidad con la cascada, seriamente contaminada, 
en El Salto y Juanacatlán. Estas propuestas serían entregadas como parte de 
una estrategia de negociación, con la intención de lograr, al menos, alguna 
concesión por parte del gobierno.

Cabe mencionar la escasa participación de los miembros del CCDA en 
talleres, conferencias y foros organizados por las ONG profesionales, así 
como por académicos. Desde la perspectiva de Raúl Muñoz, estas activida-
des tienden a ser elitistas e infructuosas: “Yo ya tenía muchos años yendo 
a los mismos talleres, a los mismos foros y no veía que creciera el grupo. 
Me desesperaba [...] ¿Por qué no abrimos esos talleres al pueblo? Hay que 
sacarlos, acercarlos y más a donde están los afectados, para crear concien-
cia”. Es igualmente escéptico en cuanto a las reuniones organizadas por la 
$VDPEOHD�1DFLRQDO�GH�$IHFWDGRV�$PELHQWDOHV��´$O�ÀQDO�GH�FXHQWDV��QDGD�
más se convierten en reuniones de lamentos, que no catalizan en acciones 
[...] Parece una sala de terapia intensiva ahí, todos se están quejando de lo 
mismo, pero, ¿qué están haciendo?”.17

No obstante las críticas, el CCDA continúa colaborando con el Instituto 
VIDA y el IMDEC. Por ejemplo, las tres organizaciones trabajaron juntas para 
llamar la atención sobre el caso de Miguel Ángel, el niño de ocho años que 
murió al ingerir aguas del canal El Ahogado.

Un aspecto que distingue al CCDA de los otros actores colectivos presen-
tados en esta sección, es su estatus de organización no registrada. Por una 
parte, el grupo no quiere caer en la trampa de ser cooptado por el estado, es 
GHFLU��VHU�WHQWDGR�D�DFHSWDU�ÀQDQFLDPLHQWR�JXEHUQDPHQWDO��QL�WDPSRFR�TXLHUH�
sucumbir ante las exigencias burocráticas; por otra, como organización no 
UHJLVWUDGD��HV�PX\�GLItFLO�TXH�REWHQJD�ÀQDQFLDPLHQWR�H[WHUQR��\�WLHQH�TXH�
depender de donativos mínimos que recibe de sindicatos o individuos. Esto, 
por supuesto, limita su rango de acción. Más aún, puede hacer que los inte-
grantes del CCDA sean más susceptibles a la represión gubernamental. En este 
sentido, en julio de 2008, Raúl fue arrestado con cargos falsos de posesión 
de mariguana, y liberado pocos días después, pero los cargos todavía están 

17. Entrevista con Raúl Muñoz, 9 de diciembre de 2009.



153CONFLICTO Y CONTAMINACIÓN

pendientes; además, él y otros miembros del comité son constantemente 
acosados por la policía local. Pero estas son solo las consecuencias mínimas 
de enfrentar el estado mexicano, que sigue recurriendo a la represión vio-
lenta en su esfuerzo por contener el activismo social. 

En resumen, durante sus tres años de existencia, el CCDA ha ayudado a 
aumentar la conciencia pública sobre las violaciones de los derechos humanos 
en El Salto, en particular con relación a los problemas de salud derivados de 
la contaminación del río Santiago y el canal El Ahogado. Junto con las otras 
RUJDQL]DFLRQHV�SHUÀODGDV�HQ�HVWH�FDStWXOR��KD�SUHVLRQDGR�D�ORV�WUHV�QLYHOHV�GH�
gobierno a tomar acción. Desde la perspectiva del CCDA, la única manera 
de resolver los problemas sociales y ambientales de El Salto es que la sociedad 
civil ejerza mayor presión sobre el gobierno, lo cual requiere organización 
comunitaria y mayor participación ciudadana. 

Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario

Fundado en 1963, el Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario 
(IMDEC) es una de las organizaciones no gubernamentales más antiguas de 
México. Con una amplia trayectoria en el desarrollo y la promoción de me-
todologías para la educación popular, su atención hacia temas ambientales 
locales es muy reciente. En respuesta a un llamado de otras organizaciones que 
trabajaban en contra de la construcción de la presa de Arcediano, miembros 
del IMDEC empezaron a asistir a reuniones semanales en 2004, se com-
prometieron a apoyar el movimiento de distintas formas y recibieron dos 
peticiones para la producción de videos documentales, que sirvieron como 
catalizadores para su involucramiento pleno en los problemas del agua en la 
zona metropolitana de Guadalajara. Una petición provino del Instituto de 
Derecho Ambiental (IDEA), y llevó a la producción de un video que analiza los 
riesgos sociales y ambientales de la construcción de la presa; la otra solicitud 
fue del Instituto VIDA, cuyo resultado fue el video titulado Salto de Jua-
nacatlán... donde el agua envenena (2006), con los testimonios de afectados 
que viven a orillas del río Santiago. Este trabajo provocó una consideración 
más profunda de estos casos debido a la gravedad de las violaciones a los 
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derechos humanos y por la organización comunitaria suscitada en torno a 
ellos. En el caso de la presa de Arcediano, el IMDEC se convirtió en parte 
del núcleo de activistas ambientales y de derechos humanos que trabajaban 
en contra de la construcción de la presa, y fue un actor clave para que ese 
grupo se sumara al Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en 
Defensa de los Ríos (MAPDER), y para que Arcediano se convirtiera en sede 
del segundo encuentro nacional del movimiento, en el verano de 2005. 
En Juanacatlán, IMDEC forjó un fuerte vínculo de trabajo con VIDA; como 
resultado, la exigibilidad de los derechos a la salud y a un medio ambiente 
sano llegó a formar parte de sus objetivos institucionales a partir de 2006.

Con la consolidación de su participación en varias redes nacionales 
e internacionales enfocadas en el derecho al agua, la privatización del 
agua, presas y los derechos económicos, sociales y culturales, uno de 
los papeles principales del IMDEC ha sido llevar el caso del río Santiago 
a estas redes, lo que ha motivando su acción y solidaridad. A nivel local, 
sus acciones también han contribuido a vincular la discusión en torno a 
la presa de Arcediano con los impactos de la contaminación del río en El 
Salto y Juanacatlán.

A través del trabajo conjunto, en particular de IDEA e IMDEC, se llevó el 
caso de la cuenca Lerma–Chapala–Santiago ante el Tribunal Latinoame-
ricano del Agua (TLA) en su primera audiencia internacional, realizada en 
la Ciudad de México en marzo de 2006. El caso buscó resaltar tres puntos 
críticos en la cuenca, a saber: los impactos de la contaminación y sobrexplo-
tación del agua en el lago de Chapala, la crisis en El Salto y Juanacatlán y la 
presa de Arcediano. Sin embargo, el veredicto de esta organización indepen-
diente de justicia ambiental fue más contundente con respecto a Arcediano, 
y apenas hizo mención de la situación en las comunidades ribereñas. Por 
otra parte, previo a la audiencia del TLA, se organizó una visita a Jalisco de 
integrantes del Tribunal; su asombro al ver las condiciones del Santiago fue 
clave para su decisión de realizar una segunda audiencia pública, esta vez 
en Guadalajara, en octubre de 2007. En esa ocasión, IDEA, VIDA, IMDEC y 
otras organizaciones presentaron un nuevo caso, enfocándose solo en la 
contaminación del Santiago en las dos comunidades. La cobertura del caso 
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por medios locales fue amplia, mientras las autoridades estatales y federales 
casi boicotearon el evento, y la asistencia de habitantes de Juanacatlán y El 
Salto fue limitada. Tampoco hubo un seguimiento fuerte para asegurar que 
el veredicto contundente que se emitió se difundiera en las comunidades.

Para presentar la crisis de salud ambiental en El Salto y Juanacatlán 
ante las autoridades, otras ONG, así como a los medios de comunicación 
y organismos internacionales de derechos humanos, IMDEC decidió docu-
mentar el caso en colaboración con VIDA. El informe resultante, “Mártires 
del río Santiago: Informe sobre violaciones al derecho a la salud y a un 
medio ambiente sano en Juanacatlán y El Salto, Jalisco”, intenta resumir 
los datos disponibles sobre las fuentes y la magnitud de la contaminación 
del Santiago; los pocos estudios realizados sobre los impactos a la salud; 
las acciones emprendidas hasta entonces por las organizaciones sociales y 
civiles, y las recomendaciones de la sociedad civil. Fue presentado en abril 
de 2007, durante una reunión pública en la plaza de Juanacatlán, ante más de 
500 vecinos; posteriormente, fue entregado de manera formal a todas las 
autoridades de salud y medio ambiente competentes a nivel estatal y federal, 
a los ayuntamientos, a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(CNDH���D�OD�2ÀFLQD�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV�SDUD�ORV�
Derechos Humanos en México y a gran número de ONG. Se pidió la audien-
cia y la intervención de las autoridades, lo que desembocó en una serie de 
reuniones con funcionarios de la Conagua y de la Cofepris, entre otros. El 
informe también sirvió como plataforma para la queja formal presentada 
conjuntamente por IMDEC y VIDA ante la CEDHJ. Además, fue un factor 
clave para que se diera inicio a una serie de reuniones interinstitucionales 
con autoridades municipales, estatales y federales, que comenzaron en mayo 
de 2007 sin la participación real de la sociedad civil, sin transparencia ni 
rendición de cuentas.

Una de las contribuciones principales del IMDEC, resultado tanto de 
VX� SDUWLFLSDFLyQ� HQ� UHGHV� GLYHUVDV� FRPR�GH� VXV� UHFXUVRV� ÀQDQFLHURV� �HV�
ÀQDQFLDGR�PD\RUPHQWH�SRU�IXQGDFLRQHV�LQWHUQDFLRQDOHV���KD�VLGR�DFHUFDU�
el conocimiento y las voces de expertos y activistas de diversos campos y 
regiones sobre esta emergencia de salud ambiental. Al vincular el trabajo 
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en contra de la presa de Arcediano y la participación local en la red na-
cional del MAPDER, por ejemplo, Juanacatlán fue una de las paradas de 
la Caravana del MAPDER ¡Aguas! en movimiento, que en mayo de 2006 
reunió a afectados de la lucha contra la presa La Parota, en Guerrero, y del 
Movimiento Mazahua del estado de México, para compartir su experiencia 
con la población local. En la búsqueda de apoyo de organizaciones inter-
nacionales, IMDEC presentó el caso y pidió solidaridad de organizaciones 
como Food and Water Watch, el Proyecto Planeta Azul, International 
Rivers y FIAN ,QWHUQDWLRQDO��)RRGÀUVW�,QIRUPDWLRQ�DQG�$FWLRQ�1HWZRUN���
Cabe señalar que el representante de FIAN en México visitó la zona en julio 
de 2007, observó el uso de aguas del Santiago en riego agrícola y denunció 
las violaciones consecuentes del derecho a la alimentación. En diciembre 
de 2007, FIAN lanzó una acción urgente en la que pedía a sus miembros, 
concentrados especialmente en Europa, enviar cartas al presidente mexicano 
Felipe Calderón, en las que se hiciera un llamado al saneamiento integral del 
Santiago y a tomar acciones para afrontar la emergencia de salud ambiental.18

El 25 de enero de 2008, el niño Miguel Ángel López Rocha se cayó al 
canal El Ahogado e ingirió agua contaminada; estuvo en coma y el día 13 
de febrero falleció. Parecía que esta tragedia podría motivar mayor parti-
cipación y colaboración en el ámbito local, y existía la esperanza de que el 
foco mediático sobre la problemática obligara a la acción gubernamental 
sustantiva. En este periodo, IMDEC y otras organizaciones participaron en 
algunos grupos de trabajo con políticos y funcionarios logrando, en general, 
resultados desalentadores.

Uno de esos intentos fue con la participación de VIDA y, al menos, otros 
seis grupos de ambas comunidades, además del IMDEC, en colaboración 
con la Dirección de Ecología del municipio de El Salto.19 El resultado más 

18. http://www.fian.org/casos/acciones-urgentes/mexico-grave-contaminacion-del-rio-santiago-afecta-
el-derecho-a-la-alimentacion-y-a-la-salud-de-los-as-habitantes-de-los-municipios-riberenos/?se-
archterm=río%20santiago

19. Los otros grupos que han participado en estas reuniones incluyen Áreas Verdes, La Haciendita, AC, 
Familias Unidas por la Vida, Grupo Colonos Unidos de El Salto, USDIC, AC, Frente Estatal de 
Lucha Urbana y Social (FELUS), y en ocasiones el Comité Ciudadano de Defensa Ambiental 
(CCDA).
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productivo de ese esfuerzo fue un taller realizado en marzo de 2008, que 
reunió a funcionarios de la CEA y el Semades, investigadores de la Univer-
sidad de Guadalajara, consultores independientes en temas de tratamiento 
de aguas residuales, médicos y activistas, para analizar la contaminación en 
la subcuenca El Ahogado y hacer recomendaciones. El conjunto de pro-
SXHVWDV�UHVXOWDQWH�LQFOXtD�XQ�DQiOLVLV�GHO�SUR\HFWR�GH�VDQHDPLHQWR�RÀFLDO�
SDUD�OD�]RQD��VHxDODED�VXV�GHÀFLHQFLDV�\�SURSRQtD�DFFLRQHV�SDUD�FRQWURODU�
la contaminación industrial, monitorear la calidad del agua y manejar los 
lodos que generaría la planta de tratamiento proyectado; también plan-
teaba recomendaciones para nuevas formas de participación y vigilancia 
ciudadana, y pasos a tomar para proteger la salud de la población. Estas 
SURSXHVWDV�ÀMDURQ�OD�DJHQGD�SDUD�IXWXUDV�LQWHUDFFLRQHV�FRQ�ODV�DXWRULGDGHV�
y se reiteraron en una segunda acción urgente de FIAN, esta vez, dirigida a 
los directores de la Conagua.20

Como resultado de este taller, IMDEC y VIDA también fueron invitados 
a participar en las reuniones interinstitucionales que habían comenzado 
un año antes. Después de la megamarcha de abril —evento para el que las 
organizaciones locales dejaron de lado sus diferencias y trabajaron en coor-
dinación— se extendió la invitación a todos los grupos locales y, durante 
varios meses, representantes de la mayoría de las organizaciones locales y 
del IMDEC participaron en una serie de reuniones que se anunciaban como 
un ejercicio de rendición de cuentas. La falta de una agenda común entre 
ORV�JUXSRV��DVt�FRPR�GH�YROXQWDG�SROtWLFD�UHDO��VLJQLÀFy�TXH�VH�SXGR�ORJUDU�
poco, más allá de que se compartiera un mínimo de información relacionada 
con los planes gubernamentales para la región. En ese mismo tiempo, un 
número de senadores y diputados federales visitaron la zona y convocaron 
a varias reuniones en las comunidades. A la postre, pareciera que estas ini-
ciativas solo respondían a intereses políticos.

Como integrante del Colectivo de Organizaciones Ciudadanas por el 
Agua (COLOCA), IMDEC fue uno de los principales organizadores de sus 

20. http://www.fian.org/casos/acciones-urgentes/mexico-grave-contaminacion-del-rio-santiago-afecta-
el-derecho-a-la-alimentacion-y-salud-de-los-as-habitantes-de-los-municipios-riberenos/?searcht-
erm=río%20santiago
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dos encuentros (el primero, realizado en octubre de 2007, y el segundo, en 
septiembre de 2008), ambos con la meta de desarrollar alternativas para el 
abastecimiento y saneamiento del agua en la zona metropolitana de Gua-
dalajara a través del diálogo entre activistas, investigadores y expertos de 
organizaciones internacionales. Los participantes consideraron que uno 
de los resultados del segundo encuentro, y de la atención que se logró en 
ORV�PHGLRV��IXH�OD�GHFLVLyQ�GH�OD�&RQDJXD�GH��ÀQDOPHQWH��FDPELDU�OD�FODVL-
ÀFDFLyQ�GHO�$OWR�6DQWLDJR�GH�´$µ�\�´%µ�D�´&µ��DSOLFDQGR�ORV�FRQWUROHV�PiV�
estrictos sobre las descargas de agua que se contemplan en la normatividad 
ambiental mexicana. Con base en un análisis interno de la problemática de 
la zona, el trabajo más reciente del IMDEC se ha enfocado, por una parte, en 
investigar y construir estrategias para enfrentar el problema de la contami-
nación industrial en el área, con una evaluación a las empresas presentes en 
la zona y la contactación a organizaciones, a nivel nacional e internacional, 
que trabajan sobre el tema de empresas y derechos humanos.

Con base en su alianza con VIDA, y aprovechando su participación en 
diversas redes, IMDEC ha jugado un papel importante en dar a conocer este 
caso más allá de la esfera local, así como en producir materiales para la difu-
sión, educación y exigibilidad. Desde la perspectiva de las violaciones a los 
derechos humanos, ha trabajado tanto para presionar como para negociar 
con las autoridades gubernamentales, para desarrollar propuestas de gestión 
alternas y exigir justicia para las víctimas de la contaminación ambiental y, 
fundamentalmente, el saneamiento del río.

De las promesas a la negación: la respuesta gubernamental

La respuesta gubernamental a la grave contaminación del río Santiago y a 
los daños a la salud resultantes, se ha caracterizado por la promesa reiterada 
de limpiar el río y la negación —también reiterada— de la existencia de im-
pactos a la salud y al medio ambiente. Al mismo tiempo, las pocas acciones 
concretas que se han emprendido han sido “cosméticas” y orientadas hacia 
los medios, para generar una apariencia de acción y no de mejoras reales en la 
calidad de vida de la población. A pesar de los esfuerzos de las organizaciones 
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ORFDOHV�SRU�GHVWDFDU�ODV�GHÀFLHQFLDV�HQ�HO�SURJUDPD�GH�VDQHDPLHQWR�RÀFLDO��
no se ha podido provocar ningún cambio, ni se ha suscitado la voluntad de 
dialogar. De forma reveladora, varias declaraciones de importantes autori-
dades ambientales, incluso el secretario de la Semarnat, han advertido que 
su prioridad es proteger las inversiones en la región.

Cuando González señaló que los gases tóxicos generados en la cascada de 
Juanacatlán estaban: “contaminando los aires y reproduciendo enfermedades 
respiratorias e infecciones cuyo impacto aún no se ha calibrado bien” (1989: 
66), parecía que una solución ya estaba gestándose. Un aparente saneamiento 
del río Santiago era inminente, con planes de la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Ecología (SEDUE) para la “gran obra de saneamiento del río San-
tiago” (González, 1989: 26). Con mayores niveles de contaminación y una 
población local más activa, en 2003, Raúl Antonio Iglesias, quien desde hace 
DxRV�IXQJH�FRPR�GLUHFWRU�JHQHUDO�GH�OD�5HJLyQ�/HUPD²6DQWLDJR²3DFtÀFR�
GH�OD�&RQDJXD��DÀUPy�TXH�´/D�LQWHQFLyQ�HV�TXH�DO������TXHGH�WRWDOPHQWH�
cubierto todo el saneamiento en lo que es el Alto Santiago”.21 Los últimos 
tres gobernadores del estado, Alberto Cárdenas Jiménez, Francisco Ramí-
rez Acuña y Emilio González Márquez, han hecho promesas de limpiar el 
Santiago y tratar las aguas residuales generadas en la zona metropolitana de 
*XDGDODMDUD��VLQ�TXH�KDVWD�DKRUD�VH�KD\D�SURJUHVDGR�GH�PDQHUD�VLJQLÀFDWLYD�
hacia estas metas (Maldonado, 2008).
&RPR�VH�KD�VHxDODGR��KD\�SODQHV�RÀFLDOHV�SDUD�REUDV�GH�VDQHDPLHQWR��

HVSHFtÀFDPHQWH� ODV� GRV� ´PDFURSODQWDVµ� GH� WUDWDPLHQWR�� (O� $KRJDGR� \�
Agua Prieta, y estas se elogian como la solución para el saneamiento del 
Santiago. Por ejemplo, cuando la CEDHJ solicitó información a la CEA como 
parte de la investigación para la queja, la respuesta fue que para “resolver 
la problemática del río Santiago” estaban construyendo estas dos plantas, 
las cuales “cubrirán 100 por ciento de las aguas residuales domésticas ge-
neradas en la Zona Metropolitana de Guadalajara” (CEDHJ, 2009: 5). Aquí 
\DFH�OD�SULQFLSDO�GHELOLGDG�GHO�SURJUDPD�GH�VDQHDPLHQWR�RÀFLDO��VHxDODGD�\�
denunciada por las organizaciones descritas en este capítulo. El programa 

21. Entrevista con Raúl Antonio Iglesias, agosto de 2003.
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de tratamiento únicamente se enfoca en las aguas municipales, y deja de 
ODGR�ORV�HÁXHQWHV�LQGXVWULDOHV�\�DJUtFRODV�\��SRU�OR�WDQWR��KD�VLGR�FDOLÀFDGR�
como “parcial e insustentable” (Jaime, 2008).

Al realizar una revisión más detallada de las respuestas que recibió la 
CEDHJ de parte de las distintas secretarías y organismos del gobierno —como 
parte del proceso de desahogo de la queja—, se deja ver claramente la falta 
de voluntad política para enfrentar la problemática de las comunidades. 
En su Informe Especial, emitido en febrero de 2008, la CEDHJ�UHÀULy�TXH�
la Secretaría de Salud de Jalisco (SSJ) no había hecho estudios para deter-
minar los impactos de la contaminación del río, ya que “en su información 
epidemiológica y estadística no existía evidencia de impacto a la salud por 
contaminación ambiental” (CEDHJ, 2008). Además, la SSJ indicaba que la 
“contaminación ambiental” no era una problemática de su competencia 
sino de la Conagua. Las declaraciones de Matiana Ramírez, de la COFEPRIS, 
ponen en tela de juicio la falta de datos que argumenta la SSJ. Sin embargo, 
dado que la dependencia no estaba dispuesta a hacer público su estudio, 
ninguna de las dos instituciones ha actuado con trasparencia ni responsa-
bilidad en este caso.

La respuesta de la Semades del estado a la CEDHJ indicaba que el río no 
era de su competencia. Como se señaló, la CEA se limitó a mencionar su 
programa para construir las dos plantas de tratamiento, mientras la Profepa 
DÀUPy�QR�FRQWDU�FRQ�IDFXOWDGHV�SDUD�´YHULÀFDU�KHFKRV�UHODFLRQDGRV�FRQ�
descargas de aguas industriales o residuales” (CEDHJ, 2008). A pesar de 
sus claras atribuciones para monitorear la calidad de las aguas nacionales e 
inspeccionar las descargas, la Conagua “se limita a enunciar las acciones 
proyectadas por la CEA” (CEDHJ, 2008). Finalmente, la Semarnat se limitó 
a informar el número de empresas generadoras de residuos peligrosos en 
la zona.

Posterior a la marcha que llevó a más de 2,500 vecinos de El Salto y 
Juanacatlán al centro de Guadalajara, el 14 de abril de 2008, se entregó un 
pliego petitorio a la Secretaría General de Gobierno de Jalisco (SGG). Para 
poder responder a las demandas, la SGG solicitó las consideraciones de las 
dependencias correspondientes. La primera petición de los pobladores fue la 
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declaratoria de la zona de emergencia ambiental y de acción extraordinaria 
en materia de salud. Sobre este punto, el delegado estatal de la Semarnat, 
-RVp�GH�-HV~V�ÉOYDUH]�&DUULOOR��GLR�XQD�UHVSXHVWD�QRWDEOH��DÀUPDQGR�TXH�
“Con los estudios que se tienen actualmente, no se puede asegurar, que 
uno o varios ecosistemas, pueden o estén en peligro su integridad”. Apa-
rentemente, desde esta perspectiva, los estudios que comprueban la grave 
contaminación del Santiago (AYMA Ingeniería y Consultoría, 2003: 5–63) 
y la toxicidad aguda del canal que atraviesa la zona (CEAS, 2006: 4-33) 
no constituyen evidencias de peligro para ese ecosistema. Adicionalmen-
te, Álvarez Carrillo contradice a la SSJ, al llegar a la conclusión de que “la 
problemática de las descargas municipales [e] industriales, lo que más afecta 
es la salud de las personas, no de los ecosistemas” (Semarnat, 2008). Así, 
mientras la SSJ no aborda la “contaminación ambiental”, la Semarnat no es 
UHVSRQVDEOH�GH�OD�́ VDOXG�GH�ODV�SHUVRQDVµ�\��DO�ÀQDO�GH�FXHQWDV��HVWH�SUREOHPD�
de salud ambiental sigue cobrando víctimas.

Después de la muerte de Miguel Ángel López, el entonces secretario de 
la SSJ��$OIRQVR�*XWLpUUH]�&DUUDQ]D��UiSLGDPHQWH�VDOLy�D�DÀUPDU�TXH�´(O�UtR�
no fue” (Rello y Serrano, 2008). La causa de muerte de Miguel Ángel se 
convirtió en un tema polémico. Los resultados toxicológicos, así como el 
diagnóstico de los médicos que lo atendieron en el hospital —encontrando 
LQWR[LFDFLyQ�SRU�DUVpQLFR³��VH�FRQWUDGLMHURQ�HQ�OD�DXWRSVLD�ÀQDO��HQ�OD�TXH�
se reportó como causa de muerte la septicemia. Para determinar la presen-
cia de metales pesados en el canal El Ahogado y el río, Gutiérrez Carranza 
anunció que muestras de pelo y orina de 414 residentes locales serían ana-
lizadas para 22 metales (Rello y Serrano, 2008). Luego, en mayo de 2008, 
sin proporcionar los resultados de los análisis, anunció que la población 
no estaba en riesgo por arsénico u otros metales pesados: “No hay de qué 
preocuparnos [...] Están dentro de la norma” (Mural, 2008). Sin embargo, 
en noviembre de ese mismo año, el Instituto de Transparencia e Información 
Pública de Jalisco (ITEI) presentó una denuncia penal en contra de la SSJ, 
por su negativa a hacer públicos los resultados de estas muestras (Saavedra, 
2008). Hasta 2012, esos resultados no se han dado a conocer.
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Después de que Alfonso Petersen remplazó a Gutiérrez Carranza en la 
SSJ��D�ÀQDOHV�GH�������DQXQFLy�TXH�VH�KDUtD�XQ�HVWXGLR�HSLGHPLROyJLFR�HQ�
la zona, a completarse en un periodo de tres meses; el supuesto estudio, 
en realidad, consistió en 152 encuestas aplicadas a habitantes de la ribera 
del río (Saavedra, 2010). Después de haber asistido a reuniones con funcio-
narios de la SSJ, Rodrigo Saldaña, de VIDA��DÀUPy�TXH�HVWH�HVWXGLR�´1R�HV�
para sacar una realidad”, concluyendo de antemano que “Es un gran fraude 
que nos están haciendo”.22 Acciones como estas —no dar a conocer los re-
VXOWDGRV�\�H[DJHUDU�HO�DOFDQFH�GH�HVWXGLRV�GH�VDOXG³��PLQD�OD�FRQÀDQ]D�GH�
la población en cualquier información proporcionada por las dependencias 
gubernamentales.

Volviendo a la lista de demandas, surgida de la marcha, la cuarta peti-
ción exigía un inventario completo de descargas industriales y su caracte-
rización. A este respecto, la Dirección Técnica del Organismo de Cuenca 
/HUPD²6DQWLDJR²3DFtÀFR�GH�OD�&RQDJXD�LQGLFy�TXH�ODV�HPSUHVDV�LQIRUPDQ�
VHPHVWUDO�R�DQXDOPHQWH�ODV�FDUDFWHUtVWLFDV�ÀVLFRTXtPLFDV�\�EDFWHULROyJLFDV�
de sus descargas, de acuerdo a su permiso y a la NOM-001-Semarnat-1996, 
pero que no proveen “su caracterización completa [y] por este motivo no 
se proporciona información de este tipo de descarga” (Conagua, 2008a). 
Esta respuesta y procedimiento hace evidente un vacío grave: la Conagua 
no cuenta con datos fehacientes sobre los tóxicos vertidos al río Santiago. 
Hay muestras, además, de la falta de inspección, como el hecho que, de 
enero de 2006 a abril de 2008, la Conagua no reportó ninguna infracción 
por violaciones de la NOM-001 en Jalisco (Conagua, 2008c).

Tomando en cuenta todo, las únicas acciones concretas tomadas por 
actores gubernamentales son: los pasos tomados hacia la construcción de 
dos grandes plantas de tratamiento de aguas residuales municipales, y la 
construcción de un tubo que, se suponía, debía canalizar todas las aguas 
UHVLGXDOHV�VLQ�WUDWDPLHQWR�\�HÁXHQWHV�GHO�FDQDO�(O�$KRJDGR��TXH�OOHYDUtDQ�
las aguas abajo de El Salto de Juanacatlán y, así, reducir la generación de 
gases tóxicos entre las dos comunidades. Anunciado con mucha fanfarria 

22. Entrevista con Rodrigo Saldaña López, 18 de diciembre de 2009.
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después de la muerte de Miguel Ángel, en realidad, la capacidad del tubo 
HUD�LQVXÀFLHQWH��&RQ�XQ�GLiPHWUR�GH������P��QR�SRGUtD�OOHYDU�DXQ�HO�PtQLPR�
de 1.25 m3/s de aguas residuales generadas en época de estiaje. Fue instala-
do con un costo estimado de 100 millones de pesos y, en julio de 2008, se 
inundaron varios fraccionamientos populares junto al canal El Ahogado; 
se culpó, en parte, al mal diseño del tubo (Torres, 2008). Actualmente, 
no se aprecia ninguna reducción en gases ni olores en las comunidades. 
Evidentemente, el tubo no ha servido a propósito alguno, y quizá habrá 
contribuido a inundar viviendas con aguas contaminadas.

Dada la falta de voluntad política ilustrada en esta sección, es interesante 
resaltar la racionalización más explícita por esta renuencia a tomar accio-
nes contundentes, la cual se dio por el secretario de Semarnat, Juan Rafael 
Elvia Quezada. En una respuesta de inusual franqueza a las peticiones para 
GHFODUDU�XQD�HPHUJHQFLD�DPELHQWDO�HQ�OD�]RQD��HQ�PDU]R�GH������DÀUPy�
que “La declaración de una emergencia ambiental conlleva la parálisis de 
una cantidad de inversiones importantísimas en esta región” (Mural, 2009). 
'H�HVWH�PRGR��VH�PDQLÀHVWD�FRQ�FODULGDG�TXH�ORV�LQWHUHVHV�LQGXVWULDOHV�HVWiQ�
por encima de la calidad de vida y la salud de las comunidades.

Análisis global y conclusiones

Como vimos en la primera sección, la contaminación del río Santiago 
es un problema estructural. Se deriva de una visión de desarrollo que 
da prioridad absoluta a maximizar el crecimiento económico medido 
en términos de PIB. Durante el periodo ISI, básicamente, los temas am-
ELHQWDOHV�SDVDEDQ�GHVDSHUFLELGRV�SDUD�ORV�SODQLÀFDGRUHV�GH�ORV�VHFWRUHV�
público y privado, y desde que se realizaron las reformas estructurales 
neoliberales, a mediados de los ochenta, las iniciativas de reforma basa-
das en el concepto de desarrollo sustentable no han alterado de manera 
VLJQLÀFDWLYD� OD� OyJLFD� GHO�GHVDUUROOR� FDSLWDOLVWD�� HVR�HV�� DFXPXODU�SRU�HO�
mero hecho de acumular (Harvey, 2006). En el caso del río Santiago, a lo 
largo de las décadas, las consideraciones ambientales fueron eclipsadas por 
el interés de industrialistas en generar ganancias, por la creación de empleos 
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y las limitaciones presupuestarias. En términos ecológico–ambientales, esto 
implica que los industrialistas no han sido obligados por el gobierno ni por 
la sociedad civil a “internalizar” las “externalidades” ambientales y socia-
les asociadas con sus actividades productivas. En el caso del río Santiago, 
las consecuencias negativas de esto han caído en forma desproporcionada 
sobre los ciudadanos pobres y obreros de El Salto y Juanacatlán, mientras 
ORV�EHQHÀFLRV�VH�FRQFHQWUDQ�HQ�PDQRV�GH�ORV�GXHxRV�GH�ODV�IiEULFDV�\��HQ�
mucha menor medida, en los trabajadores de las industrias. En este esce-
nario, el estado ha sido un cómplice activo al canalizar recursos públicos 
para proveer infraestructura física y al crear un régimen de políticas favo-
rable a la industrialización desenfrenada. Al mismo tiempo, es culpable de 
QHJOLJHQFLD�HQ�OR�TXH�VH�UHÀHUH�D�OD�QR�DSOLFDFLyQ�GH�ODV�OH\HV�DPELHQWDOHV�
del país. Como se detalla arriba, las políticas ambientales mexicanas expe-
rimentaron un avance impresionante durante los años ochenta y noventa 
en cuestión del desarrollo institucional y la formulación de leyes, pero eso 
no se ha traducido en menores niveles de contaminación del río Santiago. 
De hecho, dados los estudios técnicos citados anteriormente, parece que la 
contaminación ha empeorado.

Esto contradice directamente la teoría neoliberal de la economía ambien-
tal, la cual sugiere que se requiere de cierto nivel de desarrollo económico 
antes de que se pueda revertir la tendencia de degradación ambiental. Desde 
esta perspectiva teórica, el ambiente natural tiende a deteriorarse durante 
las etapas iniciales del desarrollo industrial solo para recuperarse en etapas 
posteriores, una vez que la economía haya alcanzado un punto en donde se 
GLVSRQHQ�GH�VXÀFLHQWHV�UHFXUVRV�SDUD�LQYHUWLU�HQ�WHFQRORJtDV�YHUGHV�\�SROtWLFDV�
ambientales. Se supone que esto coincide con un cambio en la composición 
de la economía nacional, en donde el sector terciario gana importancia en 
relación con los sectores primario y secundario, con la implicación de que 
las actividades relacionadas con servicios e información son menos destruc-
tivas para el medio ambiente. Asimismo, desde esta perspectiva, una vez 
que las necesidades básicas estén satisfechas en mayor medida, los valores 
dominantes cambian de intereses materiales a no materiales, incluyendo 
mayor aprecio por un ambiente natural limpio (Inglehart, 1977). Todo 
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esto busca su validez empírica en la observación general de que, hoy en 
día, los países desarrollados tienden a ambientes naturales más limpios 
que los países en desarrollo, y supone que estos últimos pueden seguir 
—y en los hechos seguirán— las huellas de los anteriores, de acuerdo con 
el paradigma de la modernización. Todo esto se ha resumido de forma ní-
tida en la Curva Ambiental de Kuznets (EKC, por sus siglas en inglés), una 
hipótesis expuesta, quizá, con mayor entusiasmo por Panayotou (1995).

Sin embargo, lo que el modelo EKC no toma en cuenta es que los países 
desarrollados pueden trasferir sus actividades altamente contaminantes a 
países en desarrollo, como México, con el agravamiento de la contaminación 
del río Santiago y otros similares. Lo que no considera es que los países ricos 
pueden ejercer presión sobre la base de recursos naturales de los países 
pobres, y que históricamente las naciones prósperas se han apropiado de 
más de su porción de los bienes comunes de la humanidad, por ejemplo, al 
usar la atmósfera como un sumidero para los gases de efecto invernadero. 
Desde esta perspectiva crítica, los países ricos tienen una huella ecológica 
mayor que los pobres (Wakernegal y Rees, 1996); existen límites biofísicos al 
crecimiento económico, y algunas formas de degradación ambiental pueden 
ser irreversibles. De cualquier manera, México no ha alcanzado el punto 
GH�LQÁH[LyQ�VREUH�OD�FXUYD�EKC, en donde el deterioro ambiental, como la 
contaminación del Santiago, empieza a disminuir a pesar de que es con-
siderado un país de ingresos altos (http://www.worldbank.org). Tampoco 
ha mejorado la distribución del ingreso, como se supondría, según la Curva 
Kuznets original (1955).23 En cambio, lo que hemos visto es la manifestación 
de una crisis multidimensional que ha mantenido al modelo neoliberal en 
jaque. En este contexto, los movimientos socioambientales, como el que gira 
en torno al río Santiago, han contribuido a la última crisis del capitalismo. 
(Q�WpUPLQRV�PDU[LVWDV��UHÁHMDQ�OR�TXH�2·&RQQRU��������OODPD�´OD�VHJXQGD�
contradicción interna del capitalismo”, en donde la presión de la sociedad 

23. Véase, por ejemplo, Enrique Hernández–Laos y Jorge Vásquez Roa (2002), quienes demuestran que 
mientras la distribución del ingreso sí mejoró en alguna medida en México durante la última parte 
de la época ISI, el Coeficiente Gini ha aumentado desde la adopción de las reformas neoliberales.
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civil contribuye a una reducción de ganancias, al demandar que el capital 
internalice sus externalidades ambientales y sociales. El grado despreciable 
en que esto ha sucedido en el Corredor Industrial Ocotlán–El Salto solo 
sirve para resaltar las tensiones políticas, ambientales y sociales que se han 
expresado en El Salto y Juanacatlán.

Desde una perspectiva teórica de los “nuevos movimientos sociales”, 
las múltiples dimensiones de las crisis están, en el trasfondo, funcionando 
como variables “objetivas” que contribuyen a un ambiente propicio para la 
movilización de actores de la sociedad civil. Variables de este tipo, a nivel 
local, incluyen: la creciente demanda de agua en la zona metropolitana de 
Guadalajara, el proyecto de la presa de Arcediano y la indignación pública 
por la muerte de Miguel Ángel. Cohen y Arato (1992) han denominado 
esta perspectiva el “paradigma de la movilización de recursos”. Desde este 
punto de vista, el movimiento por el río Santiago es un ejemplo de la acción 
colectiva “reactiva”, puesto que los habitantes de El Salto y Juanacatlán han 
hecho demandas defensivas para preservar los recursos naturales locales 
amenazados por el estado y el desarrollo capitalista. Así, los protago-
nistas del movimiento han empleado una gama diversa de tácticas, a las 
que Charles Tilly (2004: 3) denomina “el repertorio de los movimientos 
sociales”. Estas incluyen “la creación de asociaciones y coaliciones de 
propósito especial, reuniones públicas, procesiones solemnes, vigilias, 
mítines, protestas, declaraciones para y en los medios y la distribución 
masiva de folletos” (Tilly, 2004: 3). En nuestro estudio de caso, los actores 
locales colectivos han hecho todo esto y más, por ejemplo: registrar quejas 
RÀFLDOHV�� SURGXFLU� \� GLVWULEXLU� YLGHRV� GRFXPHQWDOHV�� KDFHU� GLVSRQLEOH�
información en internet y trabajar en red con organizaciones solidarias. 
$O�PLVPR�WLHPSR��ORV�HVIXHU]RV�SRU�GHÀQLU�XQD�LGHQWLGDG�FROHFWLYD�KDQ�
sido emprendidos, especialmente por USV, que enfatiza la necesidad de 
que los vecinos de El Salto y Juanacatlán logren mayor conocimiento y 
entendimiento de sí mismos. Esto da validez empírica a la “teoría social 
dualista” de Cohen y Arato sobre la naturaleza de los movimientos sociales 
contemporáneos, teoría que busca conciliar y sintetizar el paradigma de la 
“movilización de recursos” (mejor representado por el trabajo de Charles 
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Tilly) y el “paradigma orientado a la identidad” (que toma inspiración del 
trabajo de Jürgen Habermas). De acuerdo con esta teoría, los nuevos mo-
vimientos sociales son “autolimitadores”, en tanto no buscan controlar el 
DSDUDWR�GHO�HVWDGR�VLQR�LQÁXHQFLDU�D�DFWRUHV�S~EOLFRV�\�GHO�VHFWRU�SULYDGR�
desde la esfera autónoma de la sociedad civil (Cohen y Arato, 1992).

En términos menos abstractos, el movimiento del río Santiago puede ser 
visto como una manifestación de lo que Joan Martínez Alier (1994) llama 
HO�́ HFRORJLVPR�GH�ORV�SREUHVµ��(Q�HVWD�LQWHUSUHWDFLyQ��HO�FRQÁLFWR�HFROyJLFR�
VH�GHÀQH�HQ�WpUPLQRV�GH�FODVH��HQWUH�ORV�DIHFWDGRV�DPELHQWDOHV�SREUHV�\�ORV�
ULFRV�FX\RV�LQWHUHVHV�VH�GHÀQHQ�SRU�HO�statu quo. Esta perspectiva aporta 
mucho al análisis presentado arriba. Obreros y residentes pobres de El Salto 
y Juanacatlán, en verdad, son los más afectados por la contaminación del 
río. Desde este ángulo, no es tanto un cambio de valores hacia el posmate-
rialismo lo que ha movilizado a la población local sino una reivindicación 
de su derecho a un medio ambiente sano, esto es, su demanda colectiva de 
la restauración del río Santiago.

Con estas consideraciones teóricas en mente, ahora preguntamos: ¿cuá-
les han sido los éxitos, retos y limitaciones del movimiento? Y, ¿cuáles 
VRQ�ODV�FRQGLFLRQHV�QHFHVDULDV�SDUD�TXH�ÀQDOPHQWH�ORJUH�HO�p[LWR"�3DUD�
empezar, consideramos que uno de los éxitos más importantes ha sido el 
aumento de la conciencia pública del problema. Esto puede observarse por 
lo menos en tres niveles: 

�� 3ULPHUR��D�QLYHO�ORFDO��HO�WUDEDMR�GH�ORV�DFWRUHV�FROHFWLYRV�SHUÀODGRV�
HQ�HVWH�HVWXGLR�KD�FRQWULEXLGR�D�XQ�HQWHQGLPLHQWR� VLJQLÀFDWLYR�GH�
los impactos de la contaminación del río sobre los habitantes de El 
6DOWR�\�-XDQDFDWOiQ��GH�KHFKR��HVWXGLRV�HVSHFtÀFRV�VH�KDQ�UHDOL]DGR�
con el apoyo de estas organizaciones y mucha información relaciona-
da con los impactos del ácido sulfhídrico, el número de industrias y 
los niveles de contaminación, así como muchas propuestas concretas 
para el saneamiento del río y la protección de la salud, no estarían 
disponibles públicamente, ni se habrían difundido, si no fuera por estos 
esfuerzos por dar a conocer información comprensible, tanto a través 
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de los medios como directamente en las comunidades. La existencia 
de diversos videos documentales, mapas, informes, folletos, etc., dan 
fe de estos esfuerzos por denunciar la crisis de esta región. 

�� 6HJXQGR��HQ�HO�HVWDGR�GH�-DOLVFR�� OD�FRQWDPLQDFLyQ�GHO�UtR�6DQWLDJR�
es considerada como uno de los mayores problemas públicos que re-
quieren solución urgente. Esto es evidenciado por continuos reportes 
mediáticos y en discursos políticos, así como en las agendas de diversas 
organizaciones de la sociedad civil. 

�� 7HUFHUR��HO�WUDEDMR�GH�IMDEC, VIDA y, más recientemente de USV, ha 
llevado este caso a la atención de organizaciones y redes nacionales e 
internacionales. La intervención del TLA, FIAN, Food and Water Watch, 
la Asamblea Nacional de Afectados Ambientales, entre muchos otros, 
se ha logrado por el trabajo de las organizaciones de este movimiento. 
Fuertemente relacionado con este aumento de conciencia pública, el 
movimiento por el río Santiago ha ganado legitimidad política, eviden-
ciado por la macrorrecomendación emitida por la CEDHJ en enero de 
2009, la cual encontró culpables de violaciones a los derechos humanos 
a los actores gubernamentales en El Salto y Juanacatlán (CEDHJ, 2009).

Queda claro que hay una ausencia profunda de acción gubernamental 
contundente en este caso. Por lo tanto, los actores gubernamentales ya no 
pueden darse el lujo de ser autocomplacientes sobre este tema. Las pérdidas 
del partido gobernante en Jalisco (PAN) durante las elecciones intermedias de 
2009, son un indicio político de los resultados de la inacción. Más aún, 
aseveraríamos que las organizaciones esbozadas arriba, junto con organiza-
ciones de la zona metropolitana de Guadalajara que trabajan sobre temas del 
agua y en contra de la presa de Arcediano, contribuyeron a la cancelación 
GH�HVWD�D�ÀQDOHV�GH�������(Q�OD�GHFLVLyQ�GH�OD�&RQDJXD�GH�UHFODVLÀFDU�HO�UtR�
6DQWLDJR��D�ÀQDOHV�GH�������FDPELDQGR�OD�FODVLÀFDFLyQ�GHO�$OWR�6DQWLDJR�
GH�´$µ�\�´%µ�D�FODVLÀFDFLyQ�´&µ��WDPELpQ�LQÁX\HURQ�ODV�GHPDQGDV�GH�HVWDV�
organizaciones. De igual forma, el avance que se ha dado hasta ahora en la 
construcción de las dos plantas de tratamiento en un estado en donde suele 
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haber demoras continuas para las grandes obras de infraestructura, se debe 
en parte a la labor de este movimiento.

Por otro lado, el mayor reto de este movimiento yace sobre el hecho de 
no lograr mejoras en la calidad de agua del río Santiago. Con el continuo 
desarrollo habitacional e industrial en la región, es probable que haya em-
peorado la calidad del agua en años recientes. Para la población ribereña, 
HVWR�VLJQLÀFD�OD�FRQWLQXD�H[SRVLFLyQ�D�Wy[LFRV�\�VXV�LPSDFWRV�FRQVHFXHQWHV�
a la salud. En este contexto, puede ser difícil para los vecinos que han par-
ticipado en marchas, reuniones, etc., apreciar los éxitos del movimiento, ya 
que sus vidas diarias siguen marcadas por la inhalación de gases nocivos. La 
falta de progreso se debe, en parte, a la naturaleza compleja del problema 
que no es susceptible de soluciones rápidas. Dada esta situación, cualquier 
acción que pueda mitigar los riesgos a la salud en el corto plazo es de suma 
importancia.

A pesar de la presión ejercida sobre los actores gubernamentales, su falta 
de compromiso apreciable con el saneamiento del río tiene que ser recono-
cido como un reto del movimiento. Las autoridades municipales, estatales 
y federales competentes no se han desviado de sus políticas y programas 
anunciados, y se han negado reiteradamente a reconocer la “emergencia 
DPELHQWDOµ�TXH�SUHYDOHFH�HQ�HVWRV�PXQLFLSLRV��0LHQWUDV�ORV�UHFXUVRV�ÀQDQ-
cieros y poderes de los gobiernos estatal y federal son mucho mayores, se 
debe señalar que, para las organizaciones locales, el papel de los gobiernos 
municipales es clave. Durante nuestras entrevistas con los representantes de 
las organizaciones, se enfatizaban las responsabilidades legales de los ayunta-
mientos, así como su inacción e incapacidad demostrada. Los gobiernos 
municipales tienen el mandato legal de tratar sus aguas residuales, así 
como controlar las descargas a sus sistemas de alcantarillado; sin embargo, 
debe destacarse que sus periodos de tres años son un lapso inadecua-
do para desarrollar e implementar proyectos de gran escala. Además, 
ayuntamientos como los de El Salto y Juanacatlán suelen funcionar con 
presupuestos mínimos y pocos empleados con conocimientos técnicos.

No obstante los estudios ambientales y de salud realizados en esta zona, 
OD�IDOWD�GH�LQIRUPDFLyQ�FLHQWtÀFD�FRQÀDEOH�VLJXH�VLHQGR�XQD�OLPLWDQWH�SDUD�HO�
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movimiento. La contaminación del río es evidente, como lo expresó Enrique 
Enciso, de USV: “Hasta un niño de cinco años sabe la calidad de depreda-
ción o devastación de nuestro territorio [...] hasta un niño de seis años sabe 
que este río está muerto”.24�$�SHVDU�GH�HOOR��ORV�PRQLWRUHRV�FRQÀDEOHV�GH�OD�
calidad del agua, tanto del río como de descargas puntuales individuales, 
además de estudios integrales de salud, son claves para controlar a los que 
contaminan, para desarrollar estrategias factibles para el saneamiento del 
río y para mejorar las condiciones ambientales y de salud de la población.

También existen problemas internos que limitan la fortaleza del movi-
PLHQWR��3DUD�HPSH]DU��OD�IDOWD�GH�UHFXUVRV�ÀQDQFLHURV�VH�PHQFLRQD�GH�PDQHUD�
recurrente como una de las limitantes principales por las organizaciones 
EDVDGDV�HQ�(O�6DOWR�\� -XDQDFDWOiQ��$GHPiV��KD\�FRQÁLFWRV�HQWUH�DOJXQRV�
de los actores locales, los cuales no solo impiden formas de colaboración 
potencialmente poderosas sino que pueden generar confusión en cuanto a 
quién puede representar legítimamente las demandas de la población. Así 
FRPR�HQ�RWURV�PRYLPLHQWRV�VRFLDOHV��ORV�FRQÁLFWRV�LQWHUQRV�SDUHFHQ�VHU�XQD�
de las principales limitantes.
$XQTXH�QR�SRGHPRV�DÀUPDU�FRQRFHU�ODV�FRQGLFLRQHV�H[DFWDV�TXH�D�IXWX-

ro llevarían al éxito del movimiento por el río Santiago —un movimiento 
social dinámico que enfrenta un problema socioambiental complejo—, sí 
SRGHPRV�LQWHQWDU�LGHQWLÀFDU�XQ�FRQMXQWR�GH�FRQGLFLRQHV�TXH�FUHHPRV�VRQ�
esenciales en el trabajo hacia las metas de saneamiento del río y mejor 
calidad de vida en la región:

�� 3ULPHUR��'DGD�OD�UHVLVWHQFLD�GH�ODV�GHSHQGHQFLDV�JXEHUQDPHQWDOHV�D�
tomar acción en este caso, la participación pública más amplia en el 
PRYLPLHQWR�HV� IXQGDPHQWDO�� HVWR� VLJQLÀFD�PiV�SHUVRQDV� HMHUFLHQGR�
mayor presión sobre actores públicos y privados, con mejor organiza-
ción y estrategias más claras. Para poder lograr esto, se requiere de una 
armonía básica entre las diversas organizaciones; una que no implica 

24. Entrevista con Enrique Enciso, 15 de diciembre de 2009.
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toma de decisiones colectiva ni consensos, pero que sí excluye obstruir 
ODV�DFFLRQHV�GH�RWURV�JUXSRV��6HPHMDQWH�DUPRQtD�QR�VROR�EHQHÀFLDUtD�
a los grupos involucrados sino —y de mayor importancia— a la po-
blación afectada en su conjunto.

�� 6HJXQGR�� (V� HVHQFLDO� TXH� ODV� SODQWDV� GH� WUDWDPLHQWR�PXQLFLSDOHV�
empiecen a operar dentro del plazo establecido por el Gobierno del 
Estado. Dado el pobre historial del tratamiento de las aguas negras 
HQ�0p[LFR��OD�FRQVWUXFFLyQ�GH�SODQWDV�HV�LQVXÀFLHQWH�HQ�Vt�PLVPD��\�
la sociedad civil tiene que trabajar para asegurar la operación adecuada 
de las plantas y la gestión de los lodos generados, condiciones que de-
EHUtDQ�FRQGXFLU�D�PHMRUDV�VLJQLÀFDWLYDV�HQ�OD�FDOLGDG�GHO�DJXD��(Q�HVH�
mismo sentido, tiene que implementarse el monitoreo y control de 
ORV�HÁXHQWHV�LQGXVWULDOHV��D�SHVDU�GH�TXH�DOJXQDV�IiEULFDV�GH�OD�]RQD�
DÀUPDQ�FRQWDU�FRQ�FHUWLÀFDFLRQHV�GH�ISO 9000 o 14000, y pertenecer 
al programa de Industria Limpia de la Profepa, actualmente no existe 
PDQHUD�GH�YHULÀFDU�HO�GHVHPSHxR�DPELHQWDO�GH�QLQJXQD� LQVWDODFLyQ�
industrial de esta zona. Vale la pena destacar que hasta hoy, ninguna 
organización civil ha trabajado activamente para involucrar al sector 
industrial en el tema de la contaminación del río. Esta línea de acción 
podría resultar fructífera, especialmente si se logra formar alianzas 
con los segmentos más progresistas y abiertos del sector privado, con 
lo que se ayudaría a presionar a las industrias que rechazan invertir en 
WHFQRORJtDV�YHUGHV��'H�FXDOTXLHU�PDQHUD��SRGHU�YHULÀFDU�ORV�HÁXHQWHV�
industriales y las mejoras en la calidad del agua del río requerirá de un 
monitoreo trasparente de calidad de agua que implica la necesidad de 
que se involucre un tercero, ya sea una universidad u otra institución 
neutral, con los conocimientos técnicos necesarios. Asimismo, los 
resultados deben estar fácilmente disponibles al público.

 Con relación al sector público, las dependencias gubernamentales 
con competencia para asuntos ambientales tienen que empezar por 
reconocer sus responsabilidades, aplicar las leyes y normas relevantes, 
producir y difundir información ambiental completa, cumplir con su 
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compromiso con la trasparencia y negociar con, e involucrar a los ac-
tores de la sociedad civil en la toma de decisiones. Conjuntamente, la 
legislación ambiental tiene que actualizarse para lograr controles más 
estrictos sobre la contaminación industrial y proporcionar incentivos 
a los grandes contaminadores para reducir su impacto ambiental. 
Tales incentivos pueden ser tanto positivos (por ejemplo, exenciones 
de impuestos para tecnologías verdes) como negativos (por ejemplo, 
inspecciones de industrias más frecuentes y transparentes). Para ase-
gurar la rendición de cuentas, el proceso requiere la vigilancia de la 
VRFLHGDG�FLYLO��3DUD�ORJUDU�FDPELRV�VLJQLÀFDWLYRV�SRU�SDUWH�GH�DFWRUHV�
JXEHUQDPHQWDOHV�� VRQ�QHFHVDULRV� JRELHUQRV� TXH� VH� LGHQWLÀTXHQ� FRQ�
las metas y causas de este movimiento social y que estén dispuestos 
a dar prioridad a los intereses de la sociedad en su conjunto, y no a 
intereses económicos particulares. En otras palabras, consideramos 
una condición sine qua non un cambio radical en la política electoral 
o, más bien, en todo el sistema político.


